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E n  nombre del Gobierno, presenta el proyecto de ley 
la señora Ministra de Sanidad  y Consumo 
(Amador Millán). Destaca el dato importante de 
que hace escasos días se aprobó definitivamente 
por este CongFeso el nuevo Código Penal, hecho que 
además de su indudable trascendencia tiene mucho 
que ver con el debate que ahora se inicia en la Cá- 
mara. Recuerda que en  el nuevo Código Penal se 
mantiene en  vigor la regulación sobre la punición 
de la interrupción voluntaria del embarazo practi- 
cada con consentimiento de la mujev, dejando en  
vigor la Ley 9/1985, de 5 de julio, que incorpora el 
artículo 41 7 bis al todavía vigente Código Penal. 
Expone la señora Ministra que a la vez que se ade- 
cua el ordenamiento penal a la Constitución, el Go- 
bierno ha estimado preciso proponev al Parlamento 
una despenalización más amplia de la interrupción 
voluntaria del embarazo, s in  ceder u n  ápice en  
cuanto a la tutela de la vida en formación. El mo- 

delo que se presenta está inspirado en  otros de 
nuestro entorno cultural y político, acudiéndose a 
una ley específica fuera del Código Penal para evi- 
tar que una cuestión tan compleja como ésta que- 
dara enmarcada en  un cuerpo estrictamente puniti- 
vo, ya que parecía razonable que se contemplase 
también desde los aspectos sanitarios y sociales de 
orientación y asesoramiento. 
Respecto a la posición de algunos que afirman que 
la ampliación del aborto no responde a una deman- 
da social mayoritaria, el Gobierno considera que se 
trata de un proyecto necesario e importante, que re- 
suelve un problema real de nuestra sociedad y que 
define una  determinada política criminal en  esta 
materia, ayudando a perfilar un modelo de convi- 
vencia democrática no sólo por su objetivo, de por 
sí importante, sino por SU trascendencia social. 
Se refiere seguidamente la señora Ministra a la ne- 
cesidad de la ley, la oportunidad de su presenta- 
ción, las razones del modelo elegido y el acierto de 
su contenido afirmando que se trata de un proyecto 
de ley que no es abortista, como no lo son ninguno 
de los existentes en  nuestro entorno, puesto que no 
se trata de favorecer la interrupción voluntaria del 
embarazo, ni  de incrementar el número de éstas, si- 
no que se trata únicamente de afrontar una situa- 
ción de conflicto grave que es hoy real en  nuestra 
sociedad y buscar soluciones que pasan por dar 
apoyo, ayuda, información, y capacidad de preven- 
ción a la mujer para que pueda resolver su conflic- 
to  de la forma más responsable y serena posible, 
aunque reconociendo a la mujer la capacidad de 
decisión que le corresponde ante el conflicto. 
Cree que esta propuesta despenalizadora disfruta de 
un amplio consenso social, como confirman las en- 
cuestas, y, aunque no fuese así, la oportunidad y la 
legitimidad de SU aprobación se mantendrían, por- 
que el consenso social no es exigible para la discri- 
minalización de conductas que sólo merecen su de- 
saprobación intensa p o r  un determinado sector 
social que ni siquiera es mayoritario. 
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Se trata, rii definitiva, de rrnn propuesta que el Go- 
bierno comidem realista, que apuesta por u n  alto 
grado de seguridad jurídica, yue respeta la intinii- 
dad v la dignidad de la mujer y que reconoce s u  ca- 
pacidad de decisión, seria, responsable e inforwza- 
da, en relación con la interrupción voluntaria del 
enibarazo. 

La señora Fernández González defiende la enmien- 
da de totalidad de devolución del Grupo Populav. 
Expone que después de diez aiios de vigencia de la 
denominada coloquialniente ley del aborto, presen- 
ta hoy el Gobierno u n  proyecto de ley por el que se 
pretende modificar la actual legislación para ani- 
pliarla y variar su configuración legal. 
Como reflexión de carácter general señala que, cuan- 
do se plantea la modificación de una ley, suele moti- 
varse por su inadecuación a la realidad social espa- 
ñola o b ien  por  sus  valoraciones objet ivas  y 
evidentes que aconsejan la modificación. Deberían, 
por tanto, preguntarse como cuestión previa qué Ya- 
zones han llevado al Gobierno a aprobar un proyecto 
de ley de modificación de la ley del aborto vigente, 
cuya respuesta, a su juicio, no es fácil. E n  España 
no se ha establecido un graitdebate social a la hora 
de modificar esta legislación, por lo que no se podrá 
invocar ese debate en la sociedad española como 
motivo para la modificación propuesta por el Go- 
bierno. Piensa, por el contrario, que existe una diso- 
ciación total entre el debate en la sociedad española y 
u n  Gobierno que se hace eco de determinadas pre- 
tensiones que no se plantean de f o m a  generalizada 
en la sociedad en estos momentos. Tampoco se ha 
producido una gran polémica o conflicto en la sacie- 
dad ni ha habido ningún caso espectacular que haya 
aconsejado modificar los planteamientos vigentes. 
Alude asimismo al acuerdo de 26 de septiembre de 
1994 del Consejo General del Poder Judicial, infor- 
mando negativamente de fornza mayoritaria en re- 
lación con este proyecto de ley, así como a los resul- 
tados de la aplicación de la ley de 1985 en nuestro 
país, agregando que el texto del proyecto es, en SU 

opinión, desde el punto de vista técnico y legislati- 
vo, absolutamente deficiente, incoherente en  SU 

construcción normativa y apresurado, para solven- 
tar seguramente algún planteamiento de estrategia 
electoral. 
Es un proyecto que piensa que no da satisfacción a 
casi nadie, ni  siquiera a todos los socialistas, lo 
cual lleva al Grupo Popular a pedir su devolución 
al Gobierno. 

Interviene la señora Ministra de Sanidad y Consu- 
mo, replicando la señora Fernández González. 

El señor Cardona i Vila defiende la enmienda de to- 
talidad de devolución presentada por el Grupo ca-  

ta l í i i  (Convei.gencia i Unió). Aclara que S U  Grupo 
parlanientuvio está constituido por  la colición de 
dos grupos políticos y que en tenias de conciencia 
como el aborto y SU tratamiento jurídico-penal tie- 
nen establecido que cada partido pueda actuar de 
conformidad con SU propia especificidad, estando 
previsto, por tanto, la exclusión de ajustarse en es- 
tos casos a la disciplina de voto de Grupo. 
Como motivos para justificar la enmienda de totali- 
dad la fundamenta sólo en razones de oportunidad, 
aunque ello no significa que no puedan existir otras. 
Menciona la elaboración de la ley vigente y la sen- 
tencia 5 3 4  985 del Tvibunal Constitucional en rela- 
ción con la misnia, dando lugar, en cierta manera, a 
una especie de acuerdo tácito de todo el arco parla- 
mentario sobre la doctrina emanada de dicho Tribu- 
nal, como no podía ser de otra manera, así como la 
aceptación de dicha legislación vigente, lo que les 
lleva a considerar que no existen circunstancias que 
revelen la necesidad de modificar esa normativa. 
Tampoco se ha creado una gran conflictividad polí- 
tica, social o judicial respecto a la aplicación de di- 
cha normativa ni, por otra parte, existe una  de- 
manda social acuciante o mayoritaria en relación 
con una nueva legislación, por todo lo cual no con- 
sideran adecuado reabrir ahora un debate con in- 
troducción de supuestos distintos a los ya previstos 
en el artículo 417 del antiguo Código Penal, al no 
existir el necesario consenso social y político sobre 
el particular. No entra en  este momento en  otras 
cuestiones, que en su caso abordarán en  el debate 
de las enmiendas individuales, si no son aprobadas 
las enmiendas de totalidad. 

E n  turno en contra de las enmiendas de totalidad in- 
terviene, en nombre del Gmpo Socialista, la señora Del 
Campo Casasús, refiriéndose en primer lugar a la 
intervención de la portavoz del Grupo Populav. Ex- 
povie que el proyecto de ley presentado por el Go- 
bierno no es ningún cúmulo de deficiencias ni de 
incoherencias, sino el resultado de u n  trabajo pa- 
ciente, detallado, que busca compaginar mejor que 
la ley vigente la obligación del Estado de tutelar la 
vida con la defensa de los derechos de la mujev. El 
resultado de ese trabajo es el proyecto que hoy de- 
baten y que les parece francamente plausible. 
Se ha aludido por los enmendantes a la sentencia 
del Tribunal Constitucional 53/1985, y sobre la 
misnia el Grupo Socialista opina que se permite al 
legislador establecer, para la vida del feto, una tute- 
la no  penal que en determinados momentos puede 
sustituir a la penal con idéntica o similar eficacia, 
como afirma el Consejo General del Poder Judicial. 
No ven, por tanto, problemas de constitucionalidad 
en el proyecto de ley y, por otra parte, no quieren 
mantener diferencias con los países que garantizan 



clr i ~ n a  f&-niu r t i r í s  electiiiu la pioteccicín de ln ividri 
del feto ?) la dignidad ,v la libertad de la riiadi-e. En 
cairrbio, veii en la postura del Grupo Popiilnr la 
pretensióii de yiie el aborto siga siendo un  hecho 
perseguible penalniente, aunque puedan concwrir 
causas de justificación o de excrilpacióii. Dicha 
postura supone dejar u las mujeres que interrunr- 
pen el embarazo, en los supuestos previstos en la 
lev, expuestas al dramático riesgo de ser persegui- 
das de oficio y a instancia de parte hasta yue  el juez 
determine si de verdad conczcrrían o no causas de 
justificación o de exculpación. 
En definitiva, se encuentran ante una ley constitu- 
cional y una ley necesaria, ya que no es cierto que el 
texto vigente iresuelva de forma adecuada los su- 
puestos conflictos. Tampoco ven que hqya  razones 
de falta de oportunidad ni de falta de consenso so- 
cial y político para aprobar la ley, ya  que disenso po- 
lítico mucho más fuerte que el actual lo hubo en el 
debate de 1983 en torno a la ley vigente. En cambio, 
la opinión de la sociedad es desde hace tiempo nia- 
yovitariamente favorable a la pretensión fundanien- 
tal de este proyecto de le-y, de no perseguir a quienes 
eiq los supuestos legales interrumpan el embarazo. 
Por todo lo expuesto, el Grupo Socialista se opon- 
drá a las dos enmiendas de totalidad. 

Replica el señor Cardona i Vila, duplicando la sepío- 
ra Del Campo Casasús. 

En turno de fijación de posición interviene el señor 
Olabarría Muñoz (del Grupo Vasco, PNV) y la se- 
ñora Urán González (del Grupo Izquierda Unida- 
Iniciativa per Cataíunya). 

Sometidas a voíación, son recliazadas las enmiendas 
de totalidad debatidas por 150 votos a favor; 170 
en contra y seis abstenciones. 
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Se procede a las votaciones de las enmiendas del Se- 
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Sometido a votación, se aprueba el dictamen por 316 
votos a favov. 

Se levanta la sesión a las dos y veinticinco minutos 
de la tarde. 
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Se reanuda la sesión a las nueve y cinco minutos 
de la mañana, con carácter secreto. 

DICTAMEN DE LA COMISION DEL ESTATUTO DE 
LOS DIPUTADOS: 

- DICTAMEN DE LA COMISION DEL ESTATUTO 
DE LOS DIPUTADOS ACERCA DEL SUPLICA- 
TORIO FORMULADO EN RELACION CON EL 
DIPUTADO DON JOSE BARRIONUEVO PEÑA 
(Número de expediente 240/000003) 

Se somete a votación el Dictamen de la Comisión 
del Estatuto de los Diputados, que es aprobado. 

Se reanuda la sesión con carácter público. 

DEBATES DE TOTALIDAD DE INICIATIVAS 
LEGISLATIVAS: 

- PROYECTO DE LEY ORGANICA SOBRE REGU- 
LACION DE LA INTERRUPCION VOLUNTARIA 
DEL EMBARAZO (Número de expediente 
1211000109) 

El señor PRESIDENTE: Antes de entrar a tramitar 
el punto séptimo del orden del día, comunico que las 
votaciones correspondientes al carácter de ley orgáni- 
ca de los puntos 39, 43 y 44 del orden del día, tendrá 
lugar a la una o en el momento posterior en que el es- 
tado del debate lo permita. 

Punto séptimo. Debates de totalidad de iniciativas 
legislativas. Debate de totalidad relativo al proyecto de 
ley orgánica sobre regulación de la interrupción volun- 
taria del embarazo. 

Se han presentado enmiendas de totalidad que pos- 
tulan la devolución al Gobierno por parte del Grupo 
Popular y del Grupo Catalán (Convergencia i Unió). 

Para presentar el proyecto, en nombre del Gobierno, 
tiene la palabra la señora Ministra de Sanidad. (El señor 
Vicepresidente, Beviá Pastor, ocupa la Presidencia.) 

La señora MINISTRA DE SANIDAD Y CONSUMO 
(Amador Millán): Señor Presidente, señoras y señores 
Diputados, en nombre del Gobierno y por ausencia del 
Ministro de Justicia e Interior, primer proponente de 
esta ley, me dirijo a SS. S S .  para presentar el proyecto 
de ley orgánica sobre regulación de la interrupción vo- 
luntaria del embarazo, que fue remitida a esta Cámara 
hace ya algunos meses. Para hacerlo, no se puede pres- 
cindir hoy del dato de que han transcurrido escasos 
días desde que el Congreso aprobó definitivamente el 
texto del nuevo Código Penal, hecho que, además de 
su indudable trascendencia, tiene mucho que ver con 
el debate que ahora se inicia en esta Cámara. 

Como saben perfectamente SS. SS., en el nuevo Có- 
digo Penal se mantiene la actual regulación sobre la 

punición de la interrupción voluntaria del embarazo 
practicada con consentimiento de la mujer, dejando en 
vigor la Ley 911985, de 5 de junio, que incorporó el ar- 
tículo 417 bis del todavía vigente Código Penal. Por to- 
do ello, a la vez que se adecua el ordenamiento penal a 
la Constitución, el Gobierno ha estimado preciso pro- 
poner al Parlamento una despenalización más amplia 
de la interrupción voluntaria del embarazo sin ceder 
un ápice en punto a la tutela de la vida en formación. 

Efectivamente, señorías, el Código Penal de 1995 ha 
dejado de referirse a los supuestos no delictivos de in- 
terrupción voluntaria del embarazo a expensas de que 
una ley posterior, ésta que hoy comienza a debatirse 
formalmente, regulara esta materia. La decisión no era 
arbitraria. El Gobierno, como proponente del Código, 
y los grupos parlamentarios que han dado su voto fa- 
vorable al mismo entendíamos que esta era una mate- 
ria que debía abordarse con una mayor autonomía en 
el debate, que presumiblemente disfrutaba de un me- 
nor consenso que el que se daba respecto de otras ma- 
terias de dicho texto. 

El modelo que se presenta es un modelo inspirado 
en otros de nuestro entorno cultural y político, como 
más adelante expondré. Se ha acudido a una ley espe- 
cífica, fuera del Código Penal, evitando que una cues- 
tión tan compleja como esta, que deriva de un conflic- 
to grave en que puede encontrarse la mujer ante un 
embarazo no deseado, quede enmarcada en un cuerpo 
estrictamente punitivo cuando es absolutamente raLo- 
nable que sea contemplado necesariamente t&ibién 
desde los aspectos sanitarios y sociales de orientación 
y asesoramiento. Sólo de esta forma obt-,idremos una 
visión conjunta de los problemas reales que plantea la 
interrupción voluntaria del embarazo, que contemple 
globalmente todos los aspectos relacionados con la 
misma, los cuales naturalmente exceden del ámbito 
propio de un Código Penal, porque, señorías, pese a la 
opinión de algunos que afirman que la ampliación del 
aborto no punible no responde a una demanda social 
mayoritaria, nosotros consideramos que este es un 
proyecto verdaderamente necesario, importante, que 
resuelve un problema real de nuestra sociedad y que 
define una determinada política criminal en esta mate- 
ria, en definitiva, que ayuda a perfilar un modelo de 
convivencia democrática, no sólo por su objetivo, que 
por sí mismo ya merecería ese calificativo, sino por su 
trascendencia social. Eso es, señorías, precisamente lo 
que me gustaría exponer ante ustedes: la necesidad de 
esta Ley, la oportunidad de su presentación, las razo- 
nes del modelo elegido y, en mi opinión, el acierto de 
su contenido. 

Hace ya más de diez años que las Cortes Generales 
aprobaron la Ley de 5 de junio de 1985, que despenali- 
zó ciertos supuestos de interrupción voluntaria del 
embarazo. La decisión adoptada mayoritariamente 
por las Cámaras, pese a la oposición de algún grupo 
que felizmente ha cambiado de opinión, fue meditada 
y correcta. La sociedad española en ese momento de- 
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mandaba una opción firme pero a la vez prudente en 
favor del reconocimiento legal de ciertos casos de inte- 
rrupción del embarazo con consentimiento de la mu- 
jer. Las encuestas lo confirmaban entonces y lo confir- 
man ahora. Esta regulación supuso un gran avance en 
orden a adaptar la punibilidad de la interrupción vo- 
luntaria del embarazo a los requerimientos constitu- 
cionales. Fue, señorías, una decisión firme y meditada 
porque con ella se superó una insólita situación de so- 
ledad, en el marco del panorama legislativo de nuestro 
entorno cultural, porque estaba vedada a la mujer 
cualquier posibilidad legal de interrupción voluntaria 
de su embarazo. Firme, además, porque reconoció tres 
supuestos de entidad considerable y que permitieron 
resolver muchas situaciones conflictivas graves. Pero 
reconozcamos, tras los años de experiencia, que fue 
también una opción prudente, limitada en su respues- 
ta, frente a la complejidad de las situaciones en que se 
encuentran muchas mujeres. En todo caso, parece que 
fue la mejor de las leyes posibles en aquel momento. 
Sin embargo, tanto desde la perspectiva del reconoci- 
miento de los derechos de la mujer, como desde la tu- 
tela de la vida en formación, esta regulación aparece 
hoy como insatisfactoria. Ni los derechos de la mujer 
quedan debidamente amparados, si se establece una 
suerte de mumerus clausus)), de situaciones de no pu- 
nibilidad, intentando limitar lo que de suyo no es sus- 
ceptible de limitación, ni la tutela de la vida embriona- 
ria abandonada a la suerte del discutible efecto 
intimidante de la amenaza penal resulta satisfactoria. 

La decisión de ser madre no es hoy, ni desde luego 
ha sido nunca, un acontecimiento insignificante en la 
vida íntima de una mujer. Puede representar a veces 
una inmensa satisfacción y otras una carga insoporta- 
ble. El ordenamiento jurídico democrático no puede li- 
mitarse a reconocer la inexigibilidad de la continua- 
ción del embarazo sólo en los tres supuestos hoy 
previstos, porque tales límites resultan inadecuados y 
alejados de la realidad social. Hay más situaciones, 
distintas de las legalmente previstas, en las que la con- 
tinuación de un embarazo no deseado supone para la 
mujer conflictos tan graves que exigirle que lo haga 
por medio de la coacción que la amenaza penal repre- 
senta resulta impropio de un orden jurídico democrá- 
tico. ¿Acaso es posible, señorías, proteger la vida del 
concebido y no nacido contra o sin la colaboración de 
la gestante? Sinceramente creo que no es posible, y es- 
ta creencia informa buena parte del espíritu con que 
este proyecto de ley está redactado. 

Venimos repitiendo insistentemente, y hoy aquí 
quiero recordarlo, que aborto y tratamiento penal del 
aborto son dos cuestiones bien distintas que es preciso 
no confundir. Las opiniones sobre el aborto son y se- 
rán dispares, responden a diferentes apoyaturas ideo- 
lógicas y todas merecen ser respetadas. Por contra, en- 
tendemos que la penalización del aborto, el hecho de 
tratar como delincuente y pensar en llevar a la cárcel a 
la mujer que aborta, ante una situación de grave con- 

flicto personal, familiar o social, concita ya en nuestra 
sociedad un consenso social generalizado en contra. 

El proyecto de ley que se presenta no es abortista. 
Ninguno de los existentes en nuestro entorno lo es y 
por ello, y por convicción, el nuestro no podría serlo 
tampoco. No se trata de favorecer la interrupción vo- 
luntaria del embarazo ni de incrementar el número de 
éstas. Se trata únicamente de afrontar una situación 
de conflicto grave, que es hoy real en nuestra sociedad, 
y buscar soluciones que pasan por dar apoyo, ayuda, 
información y capacidad de prevención a la mujer pa- 
ra que pueda resolver su conflicto de la forma más res- 
ponsable y serena posible, pero reconociendo, eso sí, a 
la mujer la capacidad de decisión que le corresponde 
ante el conflicto. 

Estamos convencidos, señorías, y las encuestas así 
nos lo confirman, de que esta propuesta despenaliza- 
dora disfruta de un amplio consenso social. Pero quie- 
ro decir algo más: aun cuando esto no fuera así, aun si 
no hubiera una mayoría social que demandase estos 
cambios, la oportunidad y legitimidad de su aproba- 
ción se mantendría, porque el consenso social, seño- 
rías, es exigible para la criminalización de nuevas con- 
ductas, no para la descriminalización de conductas 
que sólo merezcan su desaprobación intensa para un 
determinado sector social, aunque eventualmente pu- 
diera ser mayoritario, que ya hemos visto que no lo es. 

La exposición de motivos de la ley recuerda que me- 
diante al recurso a la pena, por encima de lo que resul- 
ta razonable acudir a ella, no se consigue una tutela 
adecuada del embrión humano. Al contrario, la des- 
mesura de la reacción penal frente a la madre, emplea- 
da para tutelar un bien jurídico que en las primeras se- 
manas depende tan exclusivamente de ella que forma 
una unidad con su cuerpo y es conocido sólo en el ám- 
bito más íntimo, introduce un factor de rechazo, pri- 
vando al embrión de la única protección eficaz, la que 
procede de la madre, y generando en ella y en quienes 
la rodean un menosprecio por el derecho del que no 
derivan para la vida embrionaria, y más aún para la 
comunidad jurídica, sino consecuencias indeseables. 
Los hechos, señorías, vienen a confirmar esta aprecia- 
ción. La represión penal, la coerción que supone la pe- 
nalización, no ha evitado, nunca, la continuación y la 
proliferación de la práctica de abortos clandestinos. 

Por todo ello, el Gobierno entiende que la solución 
legislativa más adecuada a nuestro modelo constitu- 
cional, contando con la interpretación que de él ha he- 
cho el Tribunal Constitucional al reconocer la debida 
protección del bien jurídico ((nasciturus» y exigir el 
respeto y la efectividad de los derechos de la mujer es 
la que en el texto presentado se propone. Las razones 
son diversas, pero pueden resumirse en las dos si- 
guientes. En primer lugar, puede reconocerse un nue- 
vo supuesto despenalizador de la interrupción del em- 
barazo en tanto que el propio Tribunal Constitucional, 
el máximo intérprete de nuestra Constitución, no ce- 
rró, antes al contrario dejó abierta, la posibilidad de 
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que existieran otros conflictos entre los derechos de la 
madre y el «nasciturus», semejantes a los que justifi- 
can los tres supuestos actuales. 

En segundo lugar, el Estado puede garantizar la pro- 
tección del no nacido, así como los derechos de la ma- 
dre, sin que ninguno prevalezca absolutamente sobre 
el otro, mediante la exigencia de un requisito cual es el 
de que la mujer reciba previamente asesoramiento e 
información suficientes para tomar su decisión con 
responsabilidad. La mujer es, sin duda, quien mejor 
puede defender al no nacido. 

He de señalar que en una perspectiva de Derecho 
comparado, lo único que el proyecto hace es acercar- 
nos a las legislaciones de nuestro entorno político y 
cultural, normalizando la regulación penal de la inte- 
rrupción voluntaria del embarazo. 

Varias son, señorías, las soluciones normativas que 
los países europeos han ido adoptando en el proceso 
de despenalización de la interrupción voluntaria del 
embarazo, aunque la mayor parte de los países demo- 
cráticos occidentales han ido evolucionando hacia un 
sistema en el que prima la decisión de la mujer; por 
ejemplo, las legislaciones de Gran Bretaña, Alemania, 
Italia, Austria, Bélgica, Suiza, Noruega, Islandia o Fin- 
landia. La diversidad de países expresada se halla go- 
bernada por mayorías de muy diferente configuración 
ideológica, lo que pone de relieve que este asunto va 
mucho más allá de las cuestiones estrictamente ideoló- 
gicas. Lo cierto es que hoy dos tercios de la población 
mundial y el 90 por ciento de la población europea tie- 
nen regímenes legales de despenalización, es decir, 
han optado por no resolver por vía penal el conflicto 
personal que toda interrupción de embarazo plantea. 

Recientemente, señorías, en la IV Conferencia Mun- 
dial sobre las mujeres de Naciones Unidas, celebrada 
en Pekín, se dice textualmente, en su declaración final: 
Todos los gobiernos deben revisar sus legislaciones pa- 
ra eliminar la penalización a las mujeres que deciden 
abortar. Ciento veinte países, señorías, de los más di- 
versos entornos culturales, sociales y políticos, suscri- 
bimos esta afirmación. 

En definitiva, existe una concurrencia de factores 
que determinan y conforman la decisión de afrontar un 
nuevo paso en esta materia. El Gobierno ha remitido 
una propuesta que considera realista, que apuesta por 
obtener un alto grado de seguridad jurídica, deficitaria 
hoy en el tratamiento legal del aborto, que respeta la 
intimidad y la dignidad de la mujer y que reconoce su 
capacidad de decisión seria, responsable e informada, 
si ésta se inclina por resolver su grave conflicto me- 
diante la interrupción voluntaria del embarazo. Es rea- 
lista, señoría, por dos tipos de razones: la primera, que 
ha transcurrido un espacio de tiempo dilatado desde la 
aprobación de la Ley de 1985 para analizar y debatir 
sus aciertos y errores, por lo que no puede afirmarse 
seriamente, como se ha hecho por algunos, que se trata 
de una propuesta apresurada. La segunda es que conta- 
mos con una referencia ineludible a la hora de lanzar, 

de presentar una nueva propuesta sobre interrupción 
legal del embarazo. Se trata, fundamentalmente, de la 
jurisprudencia constitucional, sobre todo española, pe- 
ro también del ámbito europeo, cultural y políticamen- 
te tan próximo. 

No puede afirmarse, señorías, seria y reflexivamen- 
te, que el ordenamiento jurídico debe limitarse a reco- 
nocer hoy la justificación de la interrupción del emba- 
razo sólo cuando exista riesgo para la vida o la salud 
de la madre, o cuando el embarazo sea consecuencia 
de una violación, o se presuma que el feto haya de na- 
cer con graves taras. {Qué respuestas damos, señorías, 
ante el resto de situaciones distintas de las menciona- 
das, que las hay, en las que la continuación no deseada 
de un embarazo supone para la mujer conflictos tan 
graves que exigirle que lo haga por medio de la coac- 
ción penal resulta impropio de un orden jurídico de- 
mocrático? 

La exigencia del previo asesoramiento por parte del 
Estado a la mujer embarazada constituye la principal 
garantía de protección del «nasciturus», en absoluto 
menos eficaz que la que consigue la intimidación pu- 
nitiva que, como sabemos, no ha conseguido que la ci- 
fra de abortos ilegales descienda en las estimaciones 
sociológicas. A la vez, permite a la mujer la adopción 
de cualquier decisión de forma responsable, conscien- 
te e informada. Ante la existencia de un conflicto grave 
se diseña un sistema que trata de ofrecer asistencia a 
la mujer, antes de su toma de decisión, proporcionán- 
dole toda la información precisa sobre las posibilida- 
des de resolución de su conflicto y respetando siempre 
su decisión final. 

La opción por el asesoramiento como medio de tute- 
la comporta la renuncia a someter los motivos de la 
mujer a la ulterior valoración de un tercero y, por con- 
siguiente, la renuncia a utilizar sanciones cuando esos 
motivos puedan no ser aceptados, que, además, en 
ningún caso, podrían, de forma constitucionalmente 
legítima, invadir la esfera de la intimidad de la mujer. 
Pero rechazamos la idea de que el hecho de que sea la 
mujer la que tenga la capacidad de decidir cuándo se 
encuentra en situación de conflicto y cuál sea la mejor 
forma de resolverlo suponga que el conflicto no existe 
o que la solución decidida sea irreflexiva, infundada y 
no contratable. Porque quienes defienden esto afirman 
a la vez que, cuando es un tercero ajeno a un conflicto 
tan personal, tan profundamente íntimo quien tiene la 
posibilidad de decidir, entonces dicha decisión sí tiene 
la presunción de veracidad. 

La información y el asesoramiento deben estimular, 
no intimidar; deben propiciar el entendimiento, no la 
confusión; deben contribuir a reforzar el sentido de 
responsabilidad de la mujer en vez de reprimirlo. En 
definitiva, señorías, deben colaborar a que sea posible 
la adopción de cualquier decisión de forma libre y 
consciente. 

Me gustaría terminar, señorías, haciendo una apela- 
ción a la reflexión de todos y, especialmente, a la de 
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quienes se oponen sin matices a la propuesta que el 
Gobierno formula. Con esta propuesta, señorías, se 
pretende resolver una situación real de conflicto, y se 
pretende hacerlo de forma racional, eficaz, y me atre- 
vo a defender que, sobre todo, legítima desde el punto 
de vista de la defensa constitucional de los intereses en 
juego. Cuando se rechaza sin alternativas su conteni- 
do, se está rechazando implícitamente una parte de la 
Constitución, y esto quiero decirlo públicamente. Re- 
conozcan quienes niegan virtualidad a la defensa de 
los derechos de la mujer, oponiendo para ello como va- 
lor absoluto la vida del «nasciturus», que eso, señorías, 
no lo admitió el Tribunal Constitucional. Desde enton- 
ces han aceptado los tres supuestos actualmente vigen- 
tes, pero no quieren saber nada, ni tan siquiera debatir 
sobre una posible ampliación que procura una mayor 
seguridad jurídica, que tiende a evitar fraudes en el 
uso de la ley, que pretende, también, defender los dere- 
chos del no nacido y que es profundamente respetuosa 
con la dignidad y la intimidad de las mujeres. La re- 
nuncia a una inadecuada e inútil tutela penal se com- 
pensa precisamente mediante la tutela a través del ase- 
soramiento y la información. 

En definitiva, señorías, esta ley pretende ser cohe- 
rente con las sensibilidades dominantes en la sociedad 
española de hoy, que busca fórmulas alternativas a la 
simple penalización ante las situaciones de grave con- 
flicto en que pueda hallarse la mujer por razón de un 
embarazo no deseado. Es, por tanto, el tiempo de po- 
nerse de acuerdo, de debatir, de acercar posiciones y 
de definir no sólo los principios aplicables en esta ma- 
teria, sino la forma de conciliar los mismos. El aborto 
es una cuestión de conciencia en la que nadie es neu- 
tral. Es un asunto serio, muy serio, que afecta a las 
convicciones más profundas del ser humano. 

Yo quiero expresar aquí mi respeto ante todas las 
posturas de fondo que se mantengan sobre el aborto, 
pero recabo también el mismo respeto para las que an- 
te esta Cámara hoy defiendo. La trascendencia del pro- 
blema exige que las distintas y legítimas concepciones 
posibles en una sociedad democrática sobre la inte- 
rrupción voluntaria del embarazo hayan de discutirse 
racionalmente, sin acudir a fáciles demagogias, argu- 
mentando con responsabilidad y mediante el debate y 
la dialéctica en busca de soluciones razonadas y am- 
pliamente aceptadas. De ese debate prohndamente 
democrático ha de surgir el texto que regule esta mate- 
ria. Con esta pretensión, señorías, y con esa esperanza 
se somete hoy a la consideración de SS. SS. el proyec- 
to de ley. 

Nada más y muchas gracias, señor Presidente. 
(Aplausos en los bancos del Grupo Socialista.) 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Gra- 
cias, señora Ministra. 

Para la defensa de la enmienda a la totalidad del 
Grupo Parlamentario Popular, tiene la palabra la seño- 
ra Fernández González. 

La señora FERNANDEZ GONZALEZ: Señor Presi- 
dente, señorías, la Ley Orgánica de 5 de julio de 1985 
incorporaba al Código Penal español el artículo 417 bis, 
que despenalizaba ciertos supuestos en la realización de 
abortos en España. Ello se hacía de acuerdo y conforme 
a la sentencia de 11 de abril de 1985 de nuestro Tribunal 
Constitucional. En aquella sentencia, conocida por to- 
das SS. SS., se declaraba la disconformidad del artículo 
417 bis del Código Penal español con las exigencias 
constitucionales derivadas de la tutela que, según el cri- 
terio del Tribunal, se derivan de la reinterpretación del 
artículo 15 de la Constitución española de 1978. 

Son, pues, señorías, diez años de vigencia de la de- 
nominada coloquialmente Ley del aborto. Hoy, a tra- 
vés de un proyecto del Gobierno aprobado en Consejo 
de Ministros y remitido a las Cortes Generales el pasa- 
do 7 de julio, se pretende modificar la actual legisla- 
ción para ampliarla y variar su configuración legal. 

Yo introduciría una reflexión de carácter general. 
Cuando se plantea la modificación de una ley, suele mo- 
tivarse por su inadecuación a la realidad social española 
o bien por valoraciones objetivas y evidentes que aconse- 
jen la modificación. Por tanto, deberíamos preguntarnos 
-y ésta sería una cuestión previa para el Grupo Parla- 
mentario Popular- qué razones han llevado al Gobier- 
no a aprobar en Consejo de Ministros y presentar a las 
Cortes Generales la modificación de la Ley del aborto vi- 
gente hoy en España. Créanme, señorías, si les digo que 
responder a esta pregunta no resulta en absoluto senci- 
llo, no resulta en absoluto fácil. Yo voy a tratar de aven- 
turar algunas hipótesis y, finalmente, sacar algunas con- 
clusiones acerca de los criterios de oportunidad que en 
opinión del Grupo Parlamentario Popular, han llevado al 
Gobierno socialista a presentar el 7 de julio este proyecto 
de ley para su posterior debate parlamentario. 

En España, señorías no se ha establecido un gran 
debate social, como ha sucedido en otros países, a la 
hora de modificar una legislación, la legislación del 
aborto. Por tanto, en ningún caso se podrá invocar que 
un debate en la sociedad española han motivado una 
modificación en los criterios del Gobierno y un poste- 
rior debate en el Parlamento de la nación. Hay una di- 
sociación total entre el debate en la sociedad española 
y un Gobierno que se hace eco de determinadas pre- 
tensiones que no se plantean de forma generalizada en 
la sociedad española en estos momentos. 

Tampoco ha habido, señorías, una gran polémica 
que haya removido la conciencia de los españoles o de 
las españolas y haya dado razones al Gobierno, a este 
Parlamento, fundamentadas en esa piedra de toque, 
para avalar la modificación de una ley. No se ha produ- 
cido ese conflicto en la sociedad, ni ha habido ningún 
caso espectacular que hayan aconsejado modificar los 
planteamientos vigentes; yo diría que hasta tal punto 
señorías, no ha interesado ni al Gobierno ni al Grupo 
Parlamentario Socialista una valoración general de la 
vigencia y las conclusiones, diez años después, de la 
Ley del aborto que ni siquiera las comparecencias soli- 
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citadas por diversos grupos parlamentarios han sido to- 
leradas de buen grado por el Grupo Parlamentario So- 
cialista (Rumores.) por cierto, interesantísimas para 
las personas que creemos que no lo sabemos todo y que 
se puede aprender de los expertos, de los profesionales, 
de las personas que representan a academias, institutos 
o universidades. Para las personas que estamos en esa 
disposición de hacer una valoración seria, veraz y rigu- 
rosa, créanme, señorías, que las comparecencias que 
pidieron el Grupo Parlamentario Popular y otros gru- 
pos parlamentarios representados en esta Cámara, yo 
diría que casi en su totalidad, han resultado tremenda- 
mente útiles para nuestro Grupo Parlamentario. 

También ilustra tremendamente, aunque no se trató 
de una comparecencia, como SS. SS. recordarán, el 
acuerdo de 23 de septiembre de 1994, donde el Pleno 
del Consejo General del Poder Judicial motivaba nega- 
tivamente, con siete votos en contra, seis a favor y dos 
abstenciones, el informe que, en base a la Ley Orgáni- 
ca que lo regula, debe remitir respecto a esta ley. 

Nosotros creemos que el debate hay que enfocarlo 
de una forma sensata, serena, con la legitimidad que 
tenemos todos para plantear los debates, con los argu- 
mentos que cada uno entiende que son más bondado- 
sos para ilustrar los debates. A través de estas compa- 
recencias y a través del mínimo debate social que se ha 
producido esta vez en España, muy distinto del que se 
produjo hace diez años, hemos llegado a una serie de 
conclusiones o de consideraciones que SS.  SS. me per- 
mitirán que refiera hoy aquí. 

En primer lugar, el prototipo de mujer española -ge- 
neralizando- que ha abortado en los últimos años en 
España es una mujer soltera, es un mujer con forma- 
ción media, es una mujer asalariada, es una mujer con 
pareja estable, es una mujer cuya pareja también es asa- 
lariado, y a la que en una inmensa mayoría de los casos 
no le habían practicado abortos anteriormente. 

En segundo lugar, el número de abortos que se ha 
practicado en España en los últimos diez años no ha 
cumplido -y lo digo con satisfacción- aquellas cifras 
espectaculares que en el anterior debate, cuando se ha- 
blaba de la modificación del Código Penal, algunos, de 
forma interesada y sesgada, querían introducir como 
pieza clave del debate en la sociedad española. 

En tercer lugar, aumentan de forma preocupante, 
señorías, los abortos realizados en adolescentes. Este 
es un motivo de preocupación para todos. Así, en el 
años 1994 el dato estadístico del que disponemos es 
que el 13,99 por ciento del total de abortos practicados 
en España han sido realizados a adolescentes. 

En cuarto lugar -y es un dato muy importante-, 
más del 7 2  por ciento de las mujeres a las que se ha rea- 
lizado un aboi-to en los últimos años no han pasado pre- 
viamente por los centros de asesoramiento o planifica- 
ción familiar. 

En quinto lugar -y lo digo con especial satisfac- 
ción-, no hay en estos momentos ninguna mujer es- 
pafiola en la cárcel por haber realizado un aboi-to. 

El 98 por ciento de los abortos que se practican en 
nuestro país, señorías, se hacen al amparo del supues- 
to referido a la salud psíquica de la madre. Afortuna- 
damente -y lo enlazo con los avances de la ciencia 
médica-, el 0,21 por ciento es por riesgo fetal y el 
0,06 por ciento -y creo que también es motivo de sa- 
tisfacción, aunque podría introducirse algún otro tipo 
de reflexión- es por haber mediado violación. 

Este es, señorías, a grandes rasgos, el panorama que 
se presenta en España después de diez años de legisla- 
ción en materia de aborto. Frente a ello, ¿qué se hace? 
Frente a ello, el Grupo Parlamentario Popular cree 
que, analizados los tremendos problemas -y me refie- 
ro especialmente al de las adolescentes-, el perfil que 
ofrece la mujer española, las inadecuaciones en servi- 
cios de planificación familiar o de métodos de anticon- 
cepción, una vez establecido el diagnóstico de la reali- 
dad social española, el Grupo Parlamentario Popular 
cree que hay que trabajar para erradicar esos presu- 
puestos y esos condicionantes. 

¿Qué es lo que nosotros creemos que hacen el Go- 
bierno, a través de la presentación de este proyecto de 
ley, y el Grupo Socialista que apoya el proyecto del Go- 
bierno? Lo que creemos es que se trata de un proble- 
ma de auténtica inhibición por parte del Gobierno; es 
decir, ante los problemas: pasotismo; ante los proble- 
mas detectados: inhibición: y, en último término, seño- 
rías, soluciones irreversibles: se añade un cuarto su- 
puesto que, sinceramente, creo que no es en absoluto 
solidario. No corre suerte pareja con los tiempos ac- 
tuales que un Gobierno que en ocasiones se califica 
como progresista presente un proyecto para debatir en 
la Cámara que pretenda, ante el diagnóstico y ante la 
situación, inhibirse y dar como solución la ampliación 
a través de un cuarto supuesto para que pueda haber 
abortos en España al amparo de nuevos parámetros de 
valoración. 

Creemos, en definitiva, que, el proyecto del Gobier- 
no, a través de su concepción global, a través del con- 
cepto que presenta de los centros de asesoramiento 
donde la mujer acudiría para obtener un recital de las 
escasitas ayudas que hoy existen en España para cu- 
brir necesidades sociales, cae en su propia trampa. Y 
voy a tratar de explicarme. 

Se ha dicho por la Ministra que ha presentado este 
proyecto de ley -por cierto, leyó sin demasiado entu- 
siasmo los papeles que le facilitaron del Ministerio de 
Justicia ... ( Varios señores diputados: iJUici0 de va- 
lor!-Un señor diputado del Grupo Popular: ¿Y por 
qué no va a hacerlo?-El señor Martínez Martínez 
(Miguel Angel): Tiene razón.-Rumores.) 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Conti- 
núe, señora Fernández. 

La señora FERNANDEZ GONZALEZ: Sí, voy a tra- 
tar de continuar y de seguir enjuiciando aquello que 
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creo que tengo que enjuiciar. ¡Naturalmente! (Rumo- 
res.-Aplausos. ) 

Decía, señorías, que el texto del proyecto, a nuestro 
juicio -y vaya otro juicio más a añadir a la colec- 
ción-, es desde el punto de vista técnico y legislativo 
absolutamente deficiente; absolutamente incoherente 
en su construcción normativa y absolutamente, si se 
me permite, apresurado, para solventar, seguramente, 
algún planteamiento de estrategia electoral. 

En uno de sus artículos se establece la necesidad, se- 
ñorías, de realizar unas estadísticas, que se evaluarán a 
través de los centros de asesoramiento que se crean y 
conciben en el proyecto de referencia, y se establece la 
utilidad de, a través de estadísticas, conocer los abortos 
realizados y la situación de la mujer que aconseja su rea- 
lización. Yo me pregunto por qué no interesa a efectos 
estadísticos -y todos mostramos nuestra satisfacción- 
otra tabla a continuación que ponga de manifiesto los 
abortos que, deseándose en un momento inicial, no se 
han practicado «in fine)). Si ustedes creen, señora Minis- 
tra, señorías, que los centros de asesoramiento son tan 
estupendos y maravillosos y que van a llevar a una pon- 
deración que permita de forma sosegada establecer un 
juicio por parte de la mujer en un plazo de tiempo deter- 
minado, sinceramente entiendo que considerar que del 
asesoramiento solamente se van a derivar prácticas de 
aborto es negarles esa bondad que ustedes postulan. 

Lo decía la Ministra de Asuntos Sociales en su com- 
parecencia y creo que es importante subrayarlo. Ante 
una pregunta del Grupo Popular, la señora Ministra 
decía de los centros de asesoramiento: Deben tener un 
concepto de neutralidad -y lo subrayó muy enfática- 
mente-. Señorías, nos plantea serias dudas que desde 
la neutralidad se pueda defender la tutela que la Cons- 
titución y nuestro Tribunal Constitucional exigen en 
defensa del «nasciturus», del concebido y no nacido. 

Decía también en otro momento la Ministra: No hay 
prevalencias absolutas. Y no dijo eso la sentencia del 
Tribunal Constitucional. Es bien cierto: no hay preva- 
lencias absolutas ni de los derechos de la mujer ni de 
los derechos del «nascitums», pero no es menos cierto, 
señora Ministra, que en un fundamento jurídico de la 
sentencia del pmpio Tribunal Constitucional también 
se establece con nitidez que se trata en los tres supues- 
tos regulados y vigentes hoy en España de unos con- 
flictos de naturaleza especial. 

Créame que tengo serias dudas de que el criterio de 
la analogía pueda ser aplicado e interpretado en el 
marco de la Constitución en el cuarto supuesto que us- 
tedes plantean. Pero es que esas dudas, señoría, no las 
tenemos sólo en el Grupo Parlamentario Popular. Le 
voy a leer un fragmento chiquitito de un ((Diario de.Se- 
sienes)) de 24 de marzo de 1992. Se estaba debatiendo 
en ese Pleno la sesión de control anual al Presidente 
del Gobierno. 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Señora 
Fernández, vaya concluyendo. 

La señora FERNANDEZ GONZALEZ: Voy termi- 
nando, señor Presidente. 

Y ante una pregunta, o recriminación tal vez, de una 
diputada, hoy en los bancos socialistas y entonces si- 
tuada en el Grupo Mixto, que pedía al Presidente de 
Gobierno que se ampliase o modificase la Ley del 
aborto, el señor González decía lo siguiente: «Me ha 
pedido usted que modifiquemos la legislación sobre el 
aborto. Sólo le quiero introducir la reflexión de cuáles 
son los límites constitucionales. No queremos crear un 
problema de constitucionalidad que nos obligue a dar 
un paso atrás, señorías, en este terreno)). Y que sepa- 
mos, señora Ministra, señorías, no ha habido modifi- 
cación del texto constitucional. Lo que ha habido es 
modificación en los planteamientos del Gobierno So- 
cialista, que presenta un proyecto que no demanda la 
sociedad española de forma mayoritaria, que no da sa- 
tisfacción a casi nadie, ni siquiera a todos los socialis- 
tas. Y les voy a dar mi impresión, compartida, creo, 
por un buen número de españoles: ustedes política- 
mente han perdido el rumbo. (Rumores.) Pero es pa- 
tético y lamentable que escojan y entresaquen como 
estrategia electoral un proyecto de ley de ampliación 
del aborto. (Rumores.) 

Por las razones apuntadas, señorías, de inoportuni- 
dad, de falta de demanda social mayoritaria, de ruptu- 
ra de un importante consenso político y social en la 
materia, consideramos que es adecuado, desde el plan- 
teamiento del Grupo Parlamentario Popular, solicitar 
la devolución del proyecto de ley al Gobierno. 

Muchas gracias. (Aplausos en los bancos del Gru- 
po Popular.) 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): La se- 
ñora Ministra tiene la palabra. 

La señora MINISTRA DE SANIDAD Y CONSUMO 
(Amador Millán): Muchas gracias. 

Muy brevemente, señoría, para hacer una puntuali- 
zación acerca de una afirmación que la señora repre- 
sentante del Grupo Popular ha hecho, en la que ha 
puesto especial énfasis. Usted sí ha puesto especial én- 
fasis cuando ha dicho que quiere poner de manifiesto 
ante la Cámara que le produce especial satisfacción 
que en este momento no haya ninguna mujer en la 
cárcel por delito de aborto. Le quiero explicar por qué 
no hay ninguna mujer en la cárcel. No porque con la 
legislación actual no tuviera que haber mujeres en la 
cárcel, sino porque este Gobierno ha seguido una polí- 
tica de indultos, indultando la pena cada vez que se ha 
producido una condena para una mujer. Es el Gobier- 
no el que evita caso a caso la entrada de una mujer en 
la cárcel. 

A mí me gustaría saber si S. S. está especialmente sa- 
tisfecha porque sea el Gobierno quien tenga esta respon- 
sabilidad de tomar esas decisiones -y, por tanto, los de- 
más están muy cómodos-, o si de verdad está satisfecha 
por el hecho de que no haya mujeres en la cárcel. Si la 
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satisfacción le viene a S. S. v a SLI grupo del hecho de que 
no haya mujeres en la cárcel, lo coherente es aprobar es- 
ta ley, que va a impedir que las mujeres vavan a la cárcel 
y no por decisión del Gobierno caso a caso, sino porque 
una ley aprobada en esta Cámara lo diga. Si la satisfac- 
ción le viene del hecho de que sin tener que corresponsa- 
bilizarse con la solución de ese problema que existe sea 
el Gobierno el que tiene que decidir en cada caso si una 
mujer ingresa o permanece en la cárcel, entonces lamen- 
to que eso sea motivo de satisfacción. 

Muchas gracias, señor Presidente. (Aplausos en los 
bancos del Grupo Popular.) 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Señora 
Fernández, tiene la palabra. 

La señora FERNANDEZ GONZALEZ: Gracias, se- 
ñor Presidente. 

Señora Ministra, con la misma brevedad, yo quisiera 
hacerle alguna puntualización. 

Yo sabía que usted iba a fijar su atención en ese de- 
bate porque es el debate que les interesa, el debate de 
si hay o no hay mujeres en la cárcel en España. Sin 
despreciarlo, señoría, he de decirle que yo creo que ése 
no es el debate que conviene a este proyecto de ley, y le 
voy a poner un ejemplo. 

Conforme al flamante Código Penal que ustedes han 
presentado y aprobado, felicitándose durante días y días 
por su aprobación en esta Cámara, conforme al Código 
Penal socialista. .. (Rumores.-El señor Valls García: 
¡El Código Penal español!-La señora Fernández 
Sanz: iY de la mayoría de la Cámara!) 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Silen- 
cio, señorías. 

La señora FERNANDEZ GONZALEZ: Según el Có- 
digo Penal, el abandono por una madre de un incapaz 
o un menor de 16 años lleva aparejado la prisión de 18 
meses a 3 años. Si establecemos el debate de la cárcel, 
señorías, creo que desde el punto de vista jurídico -y 
usted lo sabe- no es un debate serio, riguroso ni ateni- 
do a Derecho. Pero aún le diré más. Usted leía la conse- 
cuencia de una de las declaraciones de la Conferencia 
de Pekín, y usted debería haber concluido poniendo de 
manifiesto las consecuencias penales -puesto que le 
gusta tanto este debate- que se pueden derivar de este 
proyecto de ley -que el Ministro remitió y hoy no está 
presente- y que usted ha defendido desde esa tribuna. 

Muchas gracias. (Varios señores Diputados del 
Grupo Popular: ¡Muy bien!-Aplausos en los ban- 
cos del Grupo Popular.) 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Para 
defender la enmienda de totalidad presentada por el 
Grupo Catalán (Convergencia i Unió), que propugna 
también la devolución al Gobierno, tiene la palabra el 
señor Cardona. 

El señor CARDONA 1 VILA: Muchas gracias, señor 
Presidente. 

Señoras y señores Diputados, voy a defender la en- 
mienda a la totalidad al proyecto de ley sobre regula- 
ción de la interrupción voluntaria del embarazo -soli- 
citando, por tanto, su devolución al Gobierno- que ha 
presentado el Grupo Parlamentario de Convergencia i 
Unió. He de recordarles, señor Presidente, señorías, que 
nuestro Grupo Parlamentario está constituido por la co- 
alición de dos grupos políticos. Convergencia Democrá- 
tica de Cataluña y Unió Democrática de Cataluña. 

En estos temas de conciencia, como el aborto y su 
tratamiento jurídico-penal, tenemos establecido que 
cada partido pueda actuar de conformidad con su pro- 
pia especificidad, estando prevista, por tanto, la exclu- 
sión en estos casos de ajustarse a la disciplina de voto 
de grupo. He de significar también que los Diputados 
de Convergencia Democrática de Cataluña tienen reco- 
nocida la libertad de voto en esta cuestión,. ejerciendo 
el voto de acuerdo a su propia conciencia y criterios 
respecto del tema que nos ocupa. 

Los motivos que justifican nuestra enmienda a la to- 
talidad solicitando su devolución al Gobierno se fun- 
damentan sólo en razones de oportunidad -y no es 
porque no pudiera haber otras-, pero yo intentaré ex- 
plicarlo. Recordemos todo el proceso que supuso la 
elaboración de la actual legislación vigente sobre la 
materia. Efectivamente, en el año 1983 se presenta un 
proyecto de ley de modificación del Código Penal que 
se debate y se aprueba por las Cortes Generales, modi- 
ficación que es motivo de un recurso de inconstitucio- 
nalidad ante el Tribunal Constitucional. Esta alta ins- 
tancia dicta, el 11 de abril de 1985, su Sentencia 53/85, 
y es debatida y aprobada por las Cortes Generales nue- 
vamente y de acuerdo a la misma, la Ley Orgánica 
9/85, de 5 de julio, de reforma del artículo 417 bis del 
Código Penal, actualmente en vigor. 

La adaptación de esta Ley a la sentencia del Tribu- 
nal Constitucional -aunque abre otras posibilidades y 
modificaciones-, entendemos que supone un respe- 
tuoso acatamiento del Legislativo a la interpretación 
que hace el Tribunal Constitucional del artículo 15 de 
la Constitución Española. 

Por otra parte, no podía ser de otra forma, pero, en 
zierta manera, representa una especie de acuerdo táci- 
to de todo el arco parlamentario sobre la doctrina que 
-mana de la sentencia del Tribunal Constitucional. 
También ha representado una aceptación social de la 
legislación vigente, y debe interpretarse así porque los 
studios actuales sobre las circunstancias de despena- 
lización no revelan la necesidad de modificar la nor- 
mativa y no se ha creado una gran conflictividad polí- 
tica, social o judicial en su aplicación. 

La demanda social tampoco parece acuciante o ma- 
yoritaria, si nos atenemos a los datos que nos ha facili- 
ado, precisamente en la comparecencia del 26 de octu- 
x-e, el propio Fiscal General del Estado, puesto que 
iijo que actualmente no hay ninguna mujer que cum- 
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pla condena por delito de aborto, Después se ha susci- 
tado aquí cuál es la razón, si ha sido por la ley vigente 
-artículo 417 bis- o, como ha manifestado la señora 
Ministra, se debe a los indultos. Yo, aprovechando la 
ocasión, me atrevería a preguntar cuántos indultos se 
han tenido que dar a ese respecto. Lo mismo puede de- 
cirse de los datos facilitados sobre los recursos de casa- 
ción resueltos por el Tribunal Supremo -como decía el 
Fiscal General del Estado en su comparecencia- desde 
el año 1988 hasta la fecha y los procedimientos con re- 
sultados condenatorio a las mujeres embarazadas, las 
causas incoadas por delito de aborto desde el año 1985 
o los propios datos de la memoria de la Fiscalía Gene- 
ral del Estado. 

Asimismo, como también decía el Fiscal General del 
Estado -y nos parece una cuestión que no tiene una 
importancia menor-, es de resaltar que, con los estu- 
dios estadísticos en la mano, desde que entró en vigor 
la reforma de 1985 entendemos que se ha producido 
un cambio sustancial en cuanto a los abortos que han 
conocido los tribunales de justicia. Si, antes, la mayo- 
ría eran abortos clandestinos, en los que se ponía, por 
tanto, en riesgo la vida de la madre, a partir de 1985 se 
produce una inversión en los supuestos y de los que 
llegan a los tribunales de justicia ya casi desaparecen 
los abortos clandestinos. 

No consideramos adecuado reabrir ahora el debate 
con la introducción de supuestos distintos a los ya pre- 
vistos en el artículo 417 bis del antiguo Código Penal, 
dado que no responde al necesario consenso social y 
político sobre esta materia y, atendiendo a la propia 
redacción del proyecto de ley presentado por el Go- 
bierno, también podría plantear -digo podría- pro- 
blemas de inconstitucionalidad y, sin duda, puede 
abrir una fractura jurídica entre los supuestos ya esta- 
blecidos en los que el aborto no se considera delito, lo 
que no redundaría en beneficio de la necesaria pacifi- 
cación de toda la problemática social que genera esta 
materia. 

Por otra parte, yo me atrevería a someter a la consi- 
deración de SS. SS. lo siguiente: ¿No les parece que 
hay otras cuestiones que seguramente están en el cen- 
tro de la preocupación de nuestra sociedad en la ac- 
tualidad y a las que también deberíamos dirigir nues- 
tros esfuerzos con el mismo ardor? 

La magnitud y el calado político y social provocado 
por la interrupción voluntaria del embarazo debe de- 
batirse con el necesario, y yo diría que inexcusable, so- 
siego, tranquilidad y consenso político -no olvidemos 
que es un asunto con rango de ley orgánica-, sosiego, 
tranquilidad y consenso político difíciles de obtener en 
el tramo final de una legislatura que no se ha caracte- 
rizado precisamente por eso, sino todo lo contrario 
-la prueba la tuvimos en este mismo Pleno hace un 
par de días- y cuando encaramos el horizonte de 
unas próximas elecciones generales, anunciadas ya pa- 
ra el mes de marzo de 1996. Nosotros entendemos que 
todo esto impide plantear el debate parlamentario con 

el rigor imprescindible e inexcusable que el tema me- 
rece. 

Al principio de mi intervención decía que nuestro 
Grupo responde a una coalición de dos partidos políti- 
cos: Convergencia Democrática de Cataluña, que, al 
considerarlo una cuestión de conciencia, lo deja a cri- 
terio personal, y Unión Democrática de Cataluña, que 
mantiene una clara postura contraria al mismo, como 
es de dominio público y bien conocido por SS. SS. Por 
tanto, no voy a entrar en el fondo de la cuestión de si 
responde a una pretendida inseguridad jurídica, como 
se argumenta, y que esta propia inseguridad jurídica 
justifique la cuarta indicación que puede representar 
una ley de plazos encubierta, indicaciones con plazos, 
plazos con indicaciones, yo diría una ley del aborto a 
petición o a la demanda hasta las doce semanas. No 
voy a entrar. Tampoco en si se ajusta desde nuestro 
punto de vista, a los fundamentos jurídicos de la sen- 
tencia 53/1985 del Tribunal Constitucional, si hace fal- 
ta para sustituir un derecho constitucionalmente pro- 
tegido, de acuerdo con el Derecho Penal, sustituirlo 
por otras medidas de tipo social; ni si la institución del 
asesoramiento, núcleo central del proyecto de ley, es 
simplemente una formalidad sin base social y, por tan- 
to, tiene o no el sustrato de medidas sociales necesa- 
rias y suficientes; ni en las diferencias con la Ley ale- 
mana que se alega desde el punto de vista del Derecho 
comparado pero también desde el de las ayudas socia- 
les que en ella se presentan y en la misma forma de la 
elaboración de esta Ley alemana. 

Finalmente, tampoco voy a entrar en cuestiones que 
pudieran no estar resueltas de la mejor forma posible, 
como son, a nuestro entender, el derecho de la obje- 
ción de conciencia, lo que se contempla -creo recor- 
dar- en el artículo 4 sobre la reproducción asistida no 
consentida, difícilmente comprensible, o las prestacio- 
nes del Sistema Nacional de la Salud, donde unos ca- 
sos sí entran en el catálogo de prestaciones y otros, no. 
Tiempo habrá en el debate de las enmiendas indivi- 
duales, si no prosperan las enmiendas a la totalidad. 
Nosotros en este trámite invocamos sólo, como he di- 
cho, los criterios de inoportunidad que hemos citado 
para pedir su devolución al Gobierno. 

Nada más, Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Gra- 

Para un turno en contra, tiene la palabra la señora 
cias, señor Cardona. 

Del Campo. 

La señora DEL CAMPO CASASUS: Gracias, señor 
Presidente. 

Señorías, voy a tratar de responder simultáneamen- 
te a las dos enmiendas de totalidad que se han pi-esen- 
tado a este proyecto de ley y voy a responder desde 
una afirmación primaria. 

Señora Fernández, el proyecto de ley que ha presen- 
tado el Gobierno a esta Cámara no es una muestra de 
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pasotiamo, ni de inhibición, no es ningún cúmulo de 
deficiencias ni de incoherencias. El proyecto de ley es 
el resultado de un trabajo paciente, detallado, de un 
trabajo que busca compaginar, mejor que la ley vigen- 
te, la obligación del Estado de tutelar la vida con la de- 
fensa de los derechos de la mujer. El resultado de ese 
trabajo es el que nosotros tenemos aquí hoy y es un re- 
sultado que nos parece francamente plausible. 

Se han alegado por los distintos grupos, con más o 
menos fuerza, con cierta intensidad por parte de la se- 
ñora Fernández, con más suavidad y colateralmente 
por parte del señor Cardona, algunos reproches a la 
constitucionalidad del texto de este proyecto. Creo 
que, antes de pasar a hablar de otras cuestiones, es 
preciso fijar con toda claridad la postura del Grupo 
Socialista en cuanto a la constitucionalidad del pro- 
yecto de ley. 

Señoría, la sentencia 5311 985, del Tribunal Constitu- 
cional -tan recordada en estos momentos-, estable- 
ce con toda claridad que la protección que la Constitu- 
ción dispensa al masciturusx implica para el Estado la 
obligación de establecer un sistema legal de defensa de 
la vida que suponga una protección efectiva de la mis- 
ma y que incluya también como última garantía -y 
recalco esta frase- las normas penales. Mi Grupo opi- 
na, señorías (y en esta opinión no estamos solos, sino 
que tenemos algún apoyo que al menos a nosotros nos 
parece cualificado, como el del informe del Consejo 
General del Poder Judicial), que esta sentencia permite 
al legislador establecer, para la vida del feto, una tutela 
no penal, que, en determinados momentos, pueda sus- 
tituir a la penal con idéntica o similar eficacia, como 
afirma el Consejo General del Poder Judicial. Pero yo 
quiero ir aún más lejos que esta afirmación. Voy a ha- 
cer mías las palabras del Tribunal de Karlsruhe, las pa- 
labras de una sentencia, la de 28 de mayo de 1993, a la 
que el propio informe del Consejo atribuye un gran va- 
lor orientativo. Esta sentencia estima constitucional, 
legítimo, e incluso más efectivo -sigo subrayando- 
que la protección penal, un sistema de tutela que, en 
los primeros meses de embarazo, descanse en la idea 
de asesoramiento, tras el que la mujer pueda tomar 
una decisión libre y responsable. Un sistema que, en 
definitiva, corresponde exactamente al que propone el 
proyecto de ley. Además, esta afirmación que hizo en 
su día el Tribunal Constitucional alemán se basa en un 
hecho innegable que no podemos, en esta Cámara, co- 
meter la hipocresía de pasar por alto: El hecho de que 
en los primeros meses de un embarazo el Estado tiene 
ante sí una tarea de dificilísima realización, defender 
una vida cuya existencia desconoce por completo. De 
ahí que encomendar esa protección al Derecho penal 
en todo caso haya dado siempre resultados tan poco 
satisfactorios. A mayor represión penal, señorías, nia- 
yor número de abortos clandestinos, no aquí y ahora, 
sino en todo país y en todo tiempo. De ahí también 
que el asesoramiento a la mujer que se encuentra en 
una situación de grave conflicto tenga muchas más po- 

sibilidades de éxito para el mantenimiento de esa vida 
no nacida. Creemos, por tanto, que no tiene ningún 
problema de constitucionalidad que el Estado arbitre 
fórmulas alternativas a la protección penal de la vida 
no nacida y, por ello, creemos también que es posible, 
constitucionalmente hablando, hacer lo que hace esta 
ley: destipificar los supuestos legales de interrupción 
de embarazo. Así lo entendemos nosotros, señorías, 
así lo entiende la sentencia del Tribunal Constitucional 
y así lo entiende el derecho de los países europeos. No 
olvidemos que estamos tratando de un proyecto de ley 
que no hace otra cosa que adaptar la legislación espa- 
ñola a lo que es común en el ámbito jurídico europeo 
democrático. No queremos mantener diferencias -di- 
ferencias injustificables en nuestra opinión- con los 
países que garantizan de una forma más efectiva la 
protección de la vida del feto, la protección de la vida, 
de la dignidad y la libertad de la madre. Por ello no ve- 
mos problema de constitucionalidad. 

Sí que vemos una cuestión de gran trascendencia 
práctica en la postura del Grupo Popular, una cuestión 
que no podemos ocultar. Ustedes pretenden que el 
aborto siga siendo un hecho típico, que siga siendo un 
hecho perseguible penalmente, aunque puedan concu- 
rrir causas de justificación o de exculpación. Aceptar 
su tesis, señonas, no es una mera discusión jurídica, no 
es una cuestión de pura teoría. Es una cuestión que tie- 
ne una gran trascendencia en la práctica y la sociedad 
española tiene que saber cuál es esa trascendencia. Su- 
pone dejar a las mujeres que interrumpen el eqbarazo, 
en los supuestos previstos en la Ley, expupst;3 al dra- 
mático riesgo de ser perseguidas de oficio y a instancia 
de parte hasta que el juez determiiie ai de verdad con- 
curría o no una causa de justificación o de exculpación. 

Señorías, tener que llegar a una decisión tan grave 
como la de abortar es un trance sumamente doloroso 
para cualquier mujer. La cuestión que tenemos que de- 
cidir, aqiii y ahora, es si queremos que a ese dolor siga 
añadida la angustia que provoca la amenaza de un 
procedimiento penal, que a ese dolor siga añadida la 
posibilidad de una condena, o no lo queremos. Desde 
luego, en el Grupo Socialista lo tenemos claro: no que- 
remos que la situación continúe así. Por ello, de entre 
las opciones constitucionalmente posibles, hemos re- 
currido a la destipificación. 

Han acusado también al proyecto de que la redac- 
ción del cuarto supuesto que se configura en él, que la 
continuación del embarazo suponga a la mujer un 
conflicto personal, familiar o social, de gravedad se- 
mejante a los descritos en el apartado anterior, es su- 
mamente imprecisa. Se ha hablado de un atentado 
contra la seguridad jurídica; incluso, el señor Cardona 
ha mencionado que el hecho de que la decisión final se 
confíe a la propia embarazada puede configurar este 
texto como una ley de plazos o, al menos, como un sis- 
tema mixto de plazos. 

Yo, ante el primer aspecto, que ha sido planteado 
por el Grupo Popular, quisiera manifestar algo, y es 
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que, señorías, en su Grupo existe una loable preocupa- 
ción por la precisión lingüística. Ya la manifestaron en 
el año 1983, al presentar el recurso de inconstituciona- 
lidad contra el ari.ículo 41 7 bis del Código Penal. Si us- 
tedes lo recuerdan, aducían como uno de los funda- 
mentos de la pretendida inconstitucionalidad del 
precepto, que la vaguedad de términos como mecesa- 
rio», «probable», «grave», era incompatible con la se- 
guridad jurídica. Creo que también recordarán SS. SS. 
que esta alegación fue tajantemente rechazada en la 
sentencia de 1985, como estamos seguros de que sería 
tajantemente rechazada cualquier alegación basada en 
la vaguedad de este supuesto. 

Señorías, estamos claramente ante un supuesto que 
configura una situación de grave conflicto de la mujer 
por circunstancias que, efectivamente, pueden tener 
un origen muy diverso. Tengan en cuenta, y recurro, 
una vez más, a la legislación comparada, porque es in- 
teresante, que este tipo de configuración del cuarto su- 
puesto es el normal en los países de nuestro entorno. A 
mí me resultaría muy interesante saber si el Grupo Po- 
pular considera que fbrmulas como la utilizada en Ita- 
lia, que habla de serio peligro para las condiciones 
económicas, sociales o familiares, o las de Francia y 
Bélgica, que hablan de situación de angustia produci- 
da por el embarazo, son más precisas que las que con- 
tiene el proyecto de ley. En mi opinión, desde luego, 
no. Son, posiblemente, menos precisas, pero estoy se- 
gura de que todas ellas encuentran cabida en el marco 
constitucional de sus respectivos países y también en 
el de la Constitución española. 

Por otra parte, en cuanto a la cuestión de si confiar 
a la mujer, debidamente asesorada, la determinación 
de continuar o no el embarazo hace de este texto una 
ley de plazos, nosotros tenemos claro que no hay tal 
ley de plazos, señoría. Un sistema de indicaciones, con 
decisión final de la mujer, es el habitual en el ámbito 
cultural y jurídico europeo; un sistema que respeta la 
intimidad de la gestante y que es el que mejor garanti- 
za la obligación del Estado de proteger la vida. 

A este respecto, yo quisiera citarle -y ahora sí lo 
voy a hacer literalmente- una expresión que se con- 
tiene en la sentencia del Tribunal de Karlsruhe, una 
expresión que fue glosada y recogida también por el 
Consejo General del Poder Judicial al emitir su infor- 
me. Dice: Cuantos más terceros penetren en el ámbito 
más íntimo de una mujer, tanto mayor será el peligro 
de que ésta escape de ellos, alegando otras razones o 
huyendo hacia la ilegalidad. En este caso, se habrá 
perdido de antemano toda posibilidad de sondear el 
conflicto, mediante un asesoramiento comprensivo y 
experto, y de ayudar a la mujer a superarlo. Precisa- 
mente, la decisión final de la mujer debidamente ase- 
sorada es la que, a nuestros ojos, garantiza la mayor 
protección por el Estado de esa vida en gestación. 

Por tanto, señorías, estamos ante un ley constitucio- 
nal Y ante una Iey'necesaria. NO es cierto que el texto 
vigente resuelva de forma adecuada los supuestos con- 

flictivos. Dicen ustedes que, en estos momentos, no hay 
en España ninguna mujer cumpliendo condena por de- 
lito de aborto. Ya hemos hablado de por qué no hay 
ninguna mujer cumpliendo condena y yo no reabriré 
ese debate, pero quiero decir algo de lo que sí habló el 
Fiscal General del Estado en esas útiles comparecen- 
cias, en las que, al menos, la señora Fernández estuvo 
en nombre de su Grupo. Dijo el Fiscal General que, 
desde 1988, el Tribunal Supremo ha resuelto 29 recur- 
sos de casación en los que existe condena por delito de 
aborto; que, desde la entrada en vigor del artículo 417 
bis, se han incoado 210 causas por delito de aborto; 
que, desde 1989 hasta hoy, el número de diligencias pe- 
nales alcanza las 820. Señorías, ha habido a lo largo de 
estos años, o sigue habiendo, más de 1.000 mujeres y 
médicos con la espada de Damocles de un procedi- 
miento penal sobre sus cabezas y a nosotros ello nos 
parece motivo suficiente para modificar esta ley. 

Tampoco compartimos la desconfianza que se ha ex- 
presado hacia los centros de asesoramiento. No hay 
ningún mero trámite, señorías, en el asesoramiento 
que configura la ley, que, como muy bien decía el se- 
ñor Cardona, es el núcleo del sistema que se propone. 
Hay una atención seria y eficaz a los aspectos econó- 
micos, sociales, jurídicos y médicos del conflicto de la 
embarazada; una atención capaz de cumplir con cre- 
ces el carácter de mecanismo compensador de la tute- 
la punitiva. 

Los requisitos que el artículo 5." del proyecto esta- 
blece para la apertura y funcionamiento de los centros 
-personal especializado, material informativo, prohi- 
bición de comunidad de intereses con los que hacen 
abortos- garantizan la eficaz protección de la vida del 
no nacido. 

Y no recurramos al argumento de que no existen 
prestaciones sociales sobre las que esos centros pue- 
dan informar. Señorías, en España las prestaciones so- 
ciales han crecido en los últimos años muchísimo y 
van a seguir creciendo, pero tengamos en cuenta dos 
cosas. Primero, no todos los conflictos que llevan a la 
mujer a plantearse la decisión de abortar son conflic- 
tos de carácter económico, y además, aunque, como 
decíamos, estas prestaciones -que no son sólo del Es- 
tado, quiero recordarlo aquí, también de administra- 
ciones autonómicas y locales- han aumentado sus- 
tancialmente, siempre será posible, a cualquiera que 
se oponga por sistema y por principio a cualquier am- 
pliación de los supuestos de aborto, considerar que no 
hemos llegado al punto ideal, al punto de satisfacción 
de las demandas sociales que permita la ampliación de 
la ley. 

Tampoco creemos, señor Cardona, que haya razones 
de falta de oportunidad ni de falta de consenso social y 
político para aprobar esta ley. Una vez aprobado el nue- 
vo Código Penal, que va se ha dicho aquí que excluvó 
de su texto los supuestos no punibles de aborto, es ne- 
cesario y urgente, en nuestra opinión, adecuar también 
la normativa sobre interrupción del embarazo a esos 
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principios de intervención mínima y de adecuación a la 
realidad social que el Código Penal configura. Este fue, 
desde el principio, el compromiso del Gobierno, enviar 
a las Cortes un proyecto despenalizador de la interrup- 
ción del embarazo que pudiera entrar en vigor a la vez 
que el Código Penal, y lo envió el 7 de julio, tienen uste- 
des razón, en el momento oportuno para conseguirlo. 
Asunto distinto es que haya habido retrasos en su tra- 
mitación, desde luego no achacables al Grupo Socialis- 
ta, pero no hablemos de falta de sosiego en el debate, 
señorías, no hablemos de falta de tiempo para estudiar 
el proyecto. Creo que todas SS. SS., desde el 7 de julio 
hasta la fecha de hoy, 23 de noviembre, habrán dis- 
puesto de algunos momentos para estudiar en profun- 
didad el texto del proyecto de ley y valorarlo. 

Tampoco tiene demasiado sentido, se lo digo since- 
ramente, hablar ahora de falta de consenso. Disenso 
político, señorías, y un disenso político mucho más 
fuerte que el actual, lo hubo en el debate en 1983 de la 
Ley vigente. No hubo consenso, señor Cardona, ni tá- 
cito ni expreso, y, sin embargo, hoy todos los grupos 
presentes en esta Cámara, incluido el Grupo Popular, 
aceptan el texto de esa Ley. Estamos seguros de que 
esa será también, dentro de unos años, la suerte de es- 
te proyecto. Señorías, van ustedes con un cierto retra- 
so con respecto a la realidad social, pero acabarán al- 
canzándola y aceptaran ese proyecto, no se preocupen. 

Por otra parte, la opinión de la sociedad es desde ha- 
ce tiempo mayoritariamente favorable a la pretensión 
fundamental de este proyecto, que no se persiga a quie- 
nes, en los supuestos legales, interrumpen su embara- 
zo. Estas son las líneas fundamentales de un proyecto 
que el Grupo Socialista defiende, un proyecto, señorías 
-y concluyo ya-, que no es un texto abortista. Nadie, 
en esta Cámara ni en la sociedad española, es partida- 
rio de que una mujer se vea sometida al doloroso tran- 
ce de un aborto. Estamos simplemente ante una norma 
que da salida a situaciones de grave conflicto, ante una 
norma similar a las del resto de los países democráti- 
cos, ante una norma, en fin, que establece para la vida 
en gestación una protección más eficaz que la penal y 
que compagina de forma adecuada la tutela de esa vida 
por el Estado con el respeto a la dignidad de la embara- 
zada y a su decisión libre y responsable. 

Por estos motivos, en suma, nos opondremos a las 
dos enmiendas de totalidad que se han presentado al 
texto. 

Gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Gra- 

Para un turno de réplica, tiene la palabra el señor 
cias, señora Del Campo. 

Cardona. 

El señor CARDONA 1 VILA: Gracias, señor Presi- 
dente, muy brevemente. 

Nosotros hemos dicho que sólo nos oponíamos en 
este trámite de enmiendas a la totalidad por razones 

de oportunidad y que, además, no entrábamos en si 
era una ley encubierta de plazos o no lo era. Por tanto, 
es fácil rebatir un argumento cuando después, no sólo 
no se ha argumentado de esta forma, sino que, ade- 
más, no se va a entrar en esta argumentación. 

Nosotros sólo lo hemos hecho por razones de opor- 
tunidad y decimos que estamos en el tramo final de 
una legislatura que no se ha caracterizado precisamen- 
te por el sosiego y la tranquilidad necesaria para deba- 
tir, y menos ahora. Esto parece claro. 

En cuanto a la posible constitucionalidad, voy a re- 
ferirme a unas manifestaciones de la Ministra de 
Asuntos Sociales, en el sentido de que hay división de 
opiniones. Si es así, quiere decir que no está tan claro. 
A pesar de que algunos se manifiestan en el sentido de 
que es constitucional, sin embargo se plasma de una 
forma tácita que existe la posibilidad de que sea in- 
constitucional. Sobre el sentido de respeto a la deman- 
da social de esta reforma, la Ministra decía, y creo que 
no se ha rectificado, que es cierto que actualmente no 
es una cuestión prioritaria, pero que es debido a que la 
Ley de 1985, ahora en vigor, resolvió los problemas 
más acuciantes de las mujeres, como nosotros hemos 
tenido intención de exponer en nuestra intervención al 
defender la enmienda a la totalidad. 

Muchas gracias 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Gra- 

Tiene la palabra la señora Del Campo. 
cias, señor Cardona. 

La señora DEL CAMPO CASASUS: Gracias, señor 
Presidente. 

Señor Cardona, es cierto que ha basado el rechazo 
al proyecto de ley en motivos de oportunidad. No lo 
niego. También es cierto que ha aludido, y con ello 
sembrado posibles dudas, a algunos aspectos de la 
constitucionalidad del proyecto. A mi Grupo le parece 
fundamental establecer en cualquier momento su opi- 
nión favorable a la constitucionalidad de este texto y 
despejar cualquier duda que a ella se refiera. De ahí mi 
intervención. 

Quiero decirle, sin embargo, que puede haber divi- 
sión de opiniones. Es evidente que la suya y la del Gru- 
po Popular no coinciden con la nuestra. Al final, todos 
sabemos que hay una opinión que es la que determina 
si un texto es o no constitucional. Nosotros estamos fir- 
memente de acuerdo en que este proyecto sigue esa 
opinión, tal como se determinó en el año 1985 y tal co- 
mo, eventualmente, pudiera determinarse en un futuro. 

Gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Gra- 

Grupos parlamentarios que deseen fijar su posición 

Por el Grupo Vasco (PNV), tiene la palabra el señor 

cias, señora Del Campo. 

en este debate. (Pausa.) 

Olabarría. 
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El señor OLABARRIA MUÑOZ: Señor Presidente, 
señorías, señora Ministra, la intención de nuestro Gru- 
po parlamentario era hacer una breve exposición de 
naturaleza ecléctica. Es este un problema complejo 
que tiene connotaciones de toda naturaleza (antropo- 
lógicas, sociológicas, sanitarias, jurídicas), donde es 
fácil sintetizar dialécticamente las posiciones que di- 
vergen legítimamente, no sólo en la sociedad, sino in- 
cluso en los grupos parlamentarios. La verdad es que 
es muy difícil encontrar en este momento un grupo 
parlamentario con posiciones intelectualmente muy 
homogéneas en esta materia. En todos hay divisiones, 
en unos con más características que en otras, pero de 
su intervención tendría que emitir algunos juicios, se- 
ñora Ministra. 

De sus ponderadas manifestaciones, algunas me han 
parecido discutibles, otras, intelectualmente endebles 
y algunas, expresamente demagógicas. Señora Minis- 
tra, me ha producido incluso cierta indignación perso- 
nal, y yo no soy fenotípicamente muy proclive a este ti- 
po  de  impulsos,  que  usted tenga la  pretensión, 
dialécticamente intolerable, de espetar al grupo parla- 
mentario el problema de las mujeres en las cárceles y 
de vincularlo, como si fuera un problema con autono- 
mía conceptual de cualquier naturaleza, como el de los 
hombres en la cárcel, que tampoco tiene ninguna au- 
tonomía conceptual, a los posicionamientos jurídicos 
y políticos que un grupo parlamentario puede adoptar 
respecto a este proyecto de ley particular. Eso es una 
trampa dialéctica, señora Ministra, no  nos puede 
echar encima a nosotros ni a nadie el problema de las 
mujeres en las cárceles; nadie quiere que haya mujeres 
ni hombres en las cárceles. Este no es el tronco del 
problema, ésta no es la raíz conceptual del problema, 
ni jurídica ni política. Señora Ministra es una reflexión 
-perdóneme que se lo diga porque su propia interven- 
ción ha sido muy ponderada, muy rigurosa y muy 
ajustada- intolerablemente demagógica. 

Señora Ministra, nuestra obligación como legislado- 
res, nuestra única obligación constitucional, es deter- 
minar con corrección, con claridad, de forma jurídica- 
mente correcta y regular, la protección de los bienes 
jurídicos que la Constitución nos impone proteger y, 
en los casos en que existan intereses o coaliciones de 
conflictos, buscar la solución del interés conceptual y 
constitucionalmente prevalente; buscar en esas tran- 
sacciones lo que resulte equilibrado, lo que resulte jus- 
to, lo que resulte más ajustado a los principios axioló- 
gicos de la propia Constitución. No es nuestra función 
prever si va a ir gente a la cárcel o va a dejar de ir gen- 
te a la cárcel por estas razones. Lo vamos a contextua- 
lizar debidamente en el debate, señora Ministra, por- 
que ése no es el problema; el problema es de qué 
estamos hablando. 

Esta es una materia discutible, es una materia que 
admite posicionamientos en conciencia muy diferen- 
tes, todos ellos legítimos. Yo no voy a descalificar 
ninguno. El mismo respeto que exijo para mis argu- 

mentaciones, vo lo voy a mantener respecto a las ar- 
gumentaciones contrarias a las mías, v sólo voy a ha- 
blar de los aspectos jurídico-formales y jurídico-ma- 
teriales de este proyecto de ley, que es un proyecto de 
ley de gran trascendencia, que se vincula a derechos 
constitucionales trascendentales por su propia ubica- 
ción sistemática en el testo constitucional del dere- 
cho a la vida que consagra el artículo 15 de la Consti- 
tución, que se vacía parcialmente de contenido por 
esta desregulación punitiva que acomete este proyec- 
to de ley. 

Tenemos que empezar diciendo qué es el aborto, co- 
mo una cuestión previa inevitable, de planteamiento 
del debate conceptual. El aborto siempre se contrae, 
al margen de sus múltiples y multidisciplinares mani- 
festaciones antropológicas, jurídicas, sociales, médi- 
cas, sanitarias, a acabar con una vida humana. Esto 
hay que decirlo así, sencillamente, porque esto no tie- 
ne ningún tipo de connotación peyorativa en sí mis- 
mo, acabar con una vida humana no siempre es una 
actividad punible o una actividad que tenga conse- 
cuencias o relevancias para el Derecho Penal. El abor- 
to siempre supone alterar, afectar, desvincular una vi- 
da humana, o destruirla en su caso; normalmente 
supone destruir una vida humana. Nadie, ni los proa- 
bortistas más recalcitrantes en este momento, puede 
discutir que la vida humana existe antes y después del 
nacimiento. Esto es una discusión que no se puede 
admitir hoy en términos conceptuales, porque la vida 
humana existe antes del nacimiento y existe después 
del nacimiento. El consenso en la biología, en la cien- 
cia médica, en la bioética, es absoluto: existe vida hu- 
mana desde el momento en que se produce la fusión 
de los gametos, el correspondiente entrecruzamiento 
cromosómico y el surgimiento de una célula que po- 
see en su seno todo el componente genético, todo el 
genoma, para acabar tras el nacimiento en un ser hu- 
mano completo, de conformación humana completa y 
morir posteriormente. Desde el momento de la exis- 
tencia de esa célula hasta la muerte existe vida huma- 
na, vida humana que debe ser protegida por el orde- 
namiento jurídico. 

Lo que existe en el Derecho penal son supuestos es- 
pecíficos causales y esporádicos en los que esa vida 
humana, cuando es fruto de un conflicto o debe ser 
objeto de atención jurídico-punitiva en función de un 
conflicto de intereses y hay un interés prevalente, co- 
mo en los tres supuestos de despenalización el interés 
prevalente es el de la madre al de la vida nacedera, la 
consecuencia no es la antijuridicidad o la destipifica- 
ción que este proyecto de ley prevé, sino la no punibili- 
dad. Eso es lo que ocurre cuando sucede lo que dice la 
sentencia del Tribunal Constitucional, de 11 de abril 
de 1985, en materia de aborto: que hay supuestos de 
no exigibilidad de otra conducta en la madre, por una 
parte, que provocan una excusa absolutoria y por lo 
tanto la no punibilidad de la conducta, o supuestos de 
estado de necesidad, que es la otra posibilidad conteni- 
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da en el artículo 4 17 bis que hacen que la conducta de 
la madre que aborta no es punible. 

Usted sabe, señora Ministra, porque es letrada tam- 
bién, o por lo menos jurista, pues su experiencia pro- 
fesional lleva vinculada al mundo sanitario muchos 
años ya, que la propia naturaleza jurídica en Derecho 
Penal del estado de necesidad supone que se colisiona 
o que se altera otro interés jurídico, un interés jurídi- 
co diferente, en este caso el interés jurídico de la vida 
incoada, de la persona que va a nacer. Esto está en la 
propia esencia del estado de necesidad, que se prevé 
en el artículo 4 17 bis como causa de despenalización. 
Luego el propio Código Penal nos está diciendo que 
hay una vida humana que debe ser objeto de tutela 
penal pero que en determinados casos su destrucción 
no debe ser punible. Eso es lo que nos dice el Código 
Penal en el artículo 417 bis. Eso es lo que nos dice el 
nuevo Código Penal, recién aprobado, en el artícu- 
lo 144 y siguientes. 

Esto es lo que nos dice el artículo 29 del Código Ci- 
vil cuando expresamente indica que al concebido se le 
debe considerar como nacido, para lo que le resulte 
conveniente en su vida actual intrauterina o en su vi- 
da futura como ser. Eso es lo que nos dice el artículo 
10.1 de la Constitución cuando establece que nuestro 
sistema político y la paz social se fundamentan en la 
dignidad de la persona, atribuyendo a la persona viva 
-sólo a la persona viva se le puede atribuir- una se- 
rie de derechos que sólo la persona viva puede osten- 
tar. Este es el criterio de la sentencia de 11 abril de 
1985, que establece tres supuestos de no punibilidad, 
no de no antijuridicidad de la conducta, y esto es un 
requerimiento interpretativo del artículo 15 de la 
Constitución. Luego esto nos está diciendo el artículo 
15 de la Constitución y lo que paradójicamente citan 
tantas veces defensores del aborto: la sentencia del 
Tribunal Constitucional alemán, de 28 de mayo de 
1993, segundo Senado, que dice expresamente en sus 
fundamentos jurídicos lo que sigue: La vida humana 
es algo que posee también el no nacido; los poderes 
públicos del Estado deben proteger la vida humana 
desde antes del nacimiento, desde el momento en que 
la vida humana existe, y es obligación de los poderes 
públicos del Estado garantizar el desarrollo de la vida 
humana, del «nasciturus)> hasta que adquiera su plena 
complementariedad como ser, su completa conforma- 
ción como ser. 

Desde esta perspectiva y con estas reflexiones, seño- 
ra Ministra, ¿cuál es la opinión de nuestro Gmpo Par- 
lamentario sobre este proyecto de ley, que acomete va- 
rias operaciones de cirugía jurídica conceptualmente 
dudosas, muy discutibles? En primer lugar, destipifica 
y declara no antijurídicas supuestos de despenaliza- 
ción, conductas que hasta este momento se considera- 
ban delictivas, pero no punibles. Me estoy refiriendo a 
105 tres supuestos de despenalización, a las tres indica- 
ciones consignadas por el artículo 417 bis del Código 
Penal. En segundo lugar, se establece que en el plazo 

de doce semanas de gestación, concurriendo previa- 
mente el consentimiento de la madre, ésta pueda abor- 
tar libremente -luego estamos ante un supuesto de 
genuino aborto libre- cuando prevea subjetivamente 
que de la continuidad del embarazo van a derivar pro- 
blemas personales, sociales o familiares. No hay una 
fórmula más omnicomprensiva, más libre de consig- 
nar la posibilidad de abortar en doce semanas de ges- 
tación. Y sobre esto le tengo que hacer otra adverten- 
cia: los legisladores, si aprobamos esta ley, estamos 
cediendo a una peligrosa perversión, denunciada siem- 
pre por los juristas, por la academia, por la doctrina 
jurídica, que es la no rotulación exacta de las leyes, la 
no nominación exacta de los conceptos jurídicos que 
estamos regulando, el encubrimiento de los conceptos. 
Y aquí podemos incurrir en el problema de que, bajo 
una rotulación de la ley aséptica y no escandalosa, lo 
que estemos consignando materialmente es el incons- 
titucional y posiblemente aborto libre, puesto que en 
doce semanas de gestación la madre podrá interrum- 
pir libremente el embarazo cuando, a su juicio, subje- 
tivamente, sin que nadie controle la concurrencia de 
ese conflicto, prevea que de la continuidad del emba- 
razo van a derivar problemas personales, sociales o fa- 
miliares. Nos parece especialmente infeliz la utiliza- 
ción de la palabra consentimiento. La madre no puede 
consentir sobre algo que no es de su propia titulari- 
dad, la vida del hijo nacedero no es de la titularidad de 
la madre, la madre sólo es la poseedora ocasional; la 
madre, ni nadie, no puede disponer sobre un bien na- 
turalmente indisponible, porque la vida humana no es 
disponible por su propia naturaleza. 

Por último, voy a referirme a ese esotérico trámite 
de información administrativa, que se consigna con la 
pretensión, inútil en nuestra opinión, de compensar la 
menor protección punitiva que al aborto se confiere 
con este proyecto de ley. Señora Ministra, se impone 
nada menos que a los poderes públicos del Estado, se 
impone nada menos que a la Administración que in- 
forme a la madre sobre las razones que asisten al Esta- 
do para proteger la vida. Fíjese todo lo que significa 
esta mención, en una interpretación puramente literal. 
Primero, que el proyecto de ley entiende -lo dice ex- 
presamente- que lo que se debe defender es la vida 
del no nacido, la vida del masciturusx puesto que de 
lo que informa el Estado es de las razones que le asis- 
ten para proteger la vida. Pero, ¿cuál es el problema de 
esta mención, que, primero, no sirve para compensar 
la desprotección punitiva que se consigna en este pro- 
yecto de ley? El Estado no puede evaluar la existencia 
o no de un conflicto de intereses que hagan no punible 
o no delictiva la conducta; sólo puede informar cuál es 
la mención, de qué razones tiene que informar el Esta- 
do. {Son las razones de naturaleza metafísica? No lo 
dice el proyecto de ley. ¿Son las razones de naturaleza 
sanitaria? No lo dice el proyecto de ley. {Son las razo- 
nes de naturaleza jurídica, que obligan al Estado a 
proteger la vida? No lo dice el proyecto de ley. ¿Quién 
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debe informar a la madre de las razones que asisten al 
Estado para proteger la vida? ¿En qué términos? Y, so- 
bre todo, y lo que es más grave, ¿por qué no tiene con- 
secuencia jurídica alguna este trámite informativo? 

Lo grave, señora Ministra, señorías, es que en este 
proyecto de ley el Estado, la Administración, vinculan- 
do la protección al derecho a la vida a un mero trámi- 
te ... 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Señor 
Olabarría, vaya concluyendo, por favor. 

El señor OLABARRIA MUÑOZ: Voy concluyendo, 
señor Presidente. 

Vinculándolo, como decía, a un mero trámite infor- 
mativo en el que la mujer sólo escucha pasivamente 
las razones que pretendidamente asisten al Estado pa- 
ra proteger la vida, no pretende con este trámite eva- 
luar la concurrencia de un conflicto que haga posible 
que la mayor entidad del interés de la madre sobre el 
del hijo nacedero posibilite la no punibilidad de la 
conducta. No, no es ése el trámite. Es un mero trámite 
informativo. La mujer sólo escucha las razones y esto 
no tiene consecuencia jurídica alguna. Una entrevista 
no puede ser la única institución que se regule en la 
ley para proteger nada menos que el derecho a la vida. 
No se puede, de esta manera, vaciar de contenido la 
previsión del artículo 15 de la Constitución. 

Señora Ministra, señorías, señor Presidente, y con 
esto acabo, la impresión de mi Gmpo Parlamentario 
-y digo esto con todas la cautelas y con todos los res- 
petos a opiniones contrarias- es que la propia presen- 
tación de este proyecto de ley era una trampa política, 
una trampa social, porque éste es un proyecto de ley 
de los que, en técnica o ciencia política, se pueden de- 
nominar de polarización; de polarización de actitudes. 

Es uno de estos proyectos de ley que a veces presen- 
tan partidos políticos con problemas electorales o con 
cierto declive político, con la pretensión de provocar 
adhesiones intensas, desvinculaciones, oposiciones in- 
tensas, convulsiones en el seno del cuerpo social y, por 
ese procedimiento, regenerar el censo de votantes. 

A nosotros incluso nos preocupó y le dimos una in- 
terpretación política al momento de presentación, un 
poco extemporáneo, en las postrimerías de la legislatu- 
ra. En todo caso, éstos son juicios de valor que hago a 
título personal. 

Señora Ministi-a, respecto al aborto comparto y ha- 
go mías las palabras de una persona nada conservado- 
ra, por cierto, Adolfo Pérez Esquivel, Premio Nóbel de 
la Paz, cuando decía que defender el aborto es defen- 
der la pena de muerte, que una persona progresista 
-y así se define el progresismo- debe estar contra la 
pena de muerte y defender, por eso, la vida, y que de- 
fender la vida, en todos sus términos, en todas sus ma- 
nifestaciones, supone un profundo cuestionamiento fi- 
losófico del propio orden social y político en el que 
vivimos. Esas son mis palabras y ésa es mi opinión 

personal, señora Ministra. En todo caso, esto no tiene 
más relevancia, en este momento, que la de una opi- 
nión personal. 

Lo que me preocupa son las peligrosas soluciones 
«polijurídicas» que este proyecto de ley articula, que 
abren un pasillo, señora Ministra, que en este momen- 
to no estamos en condiciones de predeterminar dónde 
nos puede llevar. 

Gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Gra- 

Por el Grupo Parlamentario de Izquierda Unida-Ini- 
cias, señor Olabarría. 

ciativa per Cataluña, tiene la palabra la señora Urán. 

La señora URAN GONZALEZ: Gracias, señor Presi- 
dente. 

Señorías, estamos discutiendo hoy, en esta Cámara, 
el proyecto de ley que ha remitido el Gobierno para re- 
gular la despenalización de la interrupción voluntaria 
del embarazo. 

Ha habido intervinientes en defensa de enmiendas 
de devolución que hacían mención a la oportunidad 
política y a la no necesidad de debatirlo ahora, porque 
opinaban que era un debate precipitado. 

Señorías, en esta Cámara, en el año 1994, se planteó 
el debate de la interrupción voluntaria del embarazo, a 
través de una proposición de ley de este Grupo Parla- 
mentario. En el mes de mayo de este año se volvió a 
debatir al presentar este mismo Grupo Parlamentario, 
por segunda vez en esta legislatura, la ley de interrup- 
ción voluntaria del embarazo, con lo cual, en dos años 
y medio de legislatura que llevamos, sería la tercera 
ocasión en que tiene lugar este debate. Por tanto, tiem- 
po hemos tenido para recapacitar sobre el tema y, des- 
de luego, no es un debate apresurado. Si es un debate 
que para nosotros llega tarde porque hace más de un 
año el Gobierno y el Grupo Socialista se comprometie- 
ron a traerlo a esta Cámara y nos encontramos con 
que casi al final de la legislatura tenemos que discutir- 
lo con prisas y con premura para que pueda salir apro- 
bado antes del período vacacional y de la posible diso- 
lución de las Cámaras, lo que no creo que sea lo más 
conveniente, aunque, al fin y al cabo estamos deba- 
tiéndolo, lo que es oportuno y razonable. 

Diré más. Cada vez que se habla de discutir de dere- 
chos de las mujeres, siempre nos encontramos con el 
mismo problema: la oportunidad política. Nunca será 
oportuno discutir -parece ser, para algunos grupos en 
esta Cámara- sobre los derechos de las mujeres, su 
aplicación y la defensa de los mismos mediante medi- 
das legislativas. 

Consideramos que es necesaria la modificación de la 
actual regulación de la despenalización del aborto por- 
que en los años que ha estado en vigor, que no son mu- 
chos para una Ley, ha demostrado, como ya denuncia- 
mos nosotros en su momento, que es totalmente 
inadecuada para resolver los problemas de las mujeres 
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y las necesidades de la sociedad en este tema. Ha gene- 
rado inseguridad jurídica para las mujeres y para los 
propios profesionales. Nos hemos visto envueltos en 
un montón de denuncias, en un montón de juicios a 
las mujeres, ejerciendo una destrucción de la decisión 
íntima de la mujer y, además, una falta a su dignidad, 
porque estas mujeres se han visto sometidas a vejacio- 
nes en estos juicios y a la publicidad de un acto tan ín- 
timo como es la decisión de interrumpir un embarazo, 
incluso dentro de los supuestos hoy aprobados. 

Señorías, consideramos que es necesario el debate, de 
ahí que nuestro Grupo vaya a votar en contra de las ini- 
ciativas de devolución que en esta Cámara se han defen- 
dido y, por lo tanto, de una forma no expresa pero sí tá- 
cita, a favor del proyecto del Gobierno; eso sí, de una 
forma crítica, porque a nosotros no nos satisface el pro- 
yecto del Gobierno, ya que consideramos que en este 
proyecto, a través del cuarto supuesto, se establece una 
discriminación hacia las mujeres, discriminación que 
no debe figurar en un texto que intenta defender los de- 
rechos de las mujeres, como es el de que la mujer por 
razones de conflicto personal, familiar o social grave (lo 
que se ha venido en llamar el cuarto supuesto) se vea 
excluida de la prestación sanitaria pública a la hora de 
practicarse una interrupción del embarazo. Señorías, 
las prestaciones sanitarias públicas son un derecho de 
la sociedad, un derecho de las personas y, por lo tanto, 
deben acceder a ellas en cualquiera de los supuestos, no 
solamente en aquellos que están en estos momentos 
despenalizados sino en el que se pretende ampliar. 

No nos satisface, en absoluto, cómo están enfocados 
los centros de información y asesoramiento. En nues- 
tro propio texto hacemos constar en la información a 
la mujeres las razones que le asisten al Estado, aque- 
llas medidas protectoras de la maternidad o aquellas 
ayudas económicas para los hijos. También considera- 
mos que se debe dar esa información, pero lo que no 
creemos oportuno es que se puedan crear unos centros 
de información y asesoramiento que en lugar de ayu- 
dar a tomar una decisión libre a las mujeres con toda 
la información, sirva para coaccionarlas a la hora de 
determinarla. Las mujeres somos adultas y responsa- 
bles a la hora de tomar nuestras propias decisiones y, 
por lo tanto, consideramos que lo único que se debe 
hacer es informar para que nosotras podemos decidir 
con toda la libertad y con toda la responsabilidad. Es 
una decisión íntima en el ejercicio del derecho a la 
maternidad responsable. 

En el proyecto de ley del Gobierno no queda recogi- 
da precisamente la referencia que ha hecho la señora 
Ministra a los acuerdos adoptados en la Conferencia 
de Pekín. En el Código Penal el aborto sigue siendo 
punible. Entre las medidas legislativas que hay que to- 
mar para que ninguna mujer pueda ser penalizada por 
abortar, no estaría precisamente el cuarto supuesto si- 
no que, en principio, habría que ir más allá. No obs- 
tante, nosotros no vamos a cuestionar en estos mo- 
mentos el cuarto supuesto ni vamos a pretender ir más 

allá, sino que porque consideramos que es tiempo de 
ponerse de acuerdo y el Grupo Federal de Izquierda 
Unida-Iniciativa per Catalunya está dispuesto a llegar 
a un consenso con el Grupo Parlamentario Socialista, 
con el Gobierno, para que esta ley vea la luz antes de 
que finalice la legislatura, estamos dispuestos a nego- 
ciar, pero, entiéndase: a negociar; no a claudicar. So- 
mos receptivos a llegar a un acuerdo sobre aquellas 
medidas o modificaciones que consideramos necesa- 
rias introducir en el proyecto de ley, y esperamos esa 
misma buena disposición tanto del Gobierno como del 
Grupo Socialista. 

Señorías, desde esta tribuna se ha hecho una defen- 
sa importante de los derechos del no nacido y del dere- 
cho a la vida. Nos parece respetable y correcto. Sin 
embargo, cuando se ha hablado de la tipificación de 
las conductas abortivas en el Código Penal se ha hecho 
referencia a los artículos que penalizan el aborto que 
se realiza fuera de los supuestos, pero no se ha men- 
cionado el artículo 146 del Código Penal en el que sólo 
se establece: el que por imprudencia grave ocasionare 
un aborto será castigado con pena de arresto de doce a 
veinticuatro fines de semana. Señorías, existen abortos 
-y no se admitió la enmienda presentada por el Gm- 
PO de Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya- que 
se producen en el puesto de trabajo porque los empre- 
sarios se niegan a cambiar a las mujeres embarazadas 
de esos puestos de trabajo, caso que no se ha querido 
penalizar en el Código Penal del Parlamento, que no- 
sotros nos negamos a que sea del Grupo Socialista 
puesto que es el nuevo Código Penal del Parlamento. 
Por tanto, señorías, defensa de la vida, defensa de los 
derechos de las mujeres, pero seamos coherentes y 
tengamos claro que la defensa también se hace pu- 
niendo a aquellos que, conociendo la situación de las 
mujeres embarazadas, las mantienen en un puesto de 
trabajo y, al final, por permanecer en él llegan a abor- 
tar, y no introduciendo simplemente la consideración 
de imprudencia grave. 

Por todo lo expuesto, señorías, reitero que nuestro 
Grupo va a votar en contra de las enmiendas de devo- 
lución, y hacemos el llamamiento al Grupo Socialista 
para que sea flexible a la hora de negociar, porque no- 
sotros sí estamos dispuestos a ser flexibles para llegar 
a un acuerdo para que esta ley vea la luz y, así, al final 
las mujeres vean recogidas, si no totalmente, sí en par- 
te sus necesidades y sus intereses. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Gra- 
cias, señora Urán. 

Vamos a pasar a las votaciones correspondientes a 
las enmiendas de totalidad debatidas. (El señor Presi- 
dente ocupa la Presidencia.) 

El señor PRESIDENTE: Enmiendas de totalidad 
que postulan la devolución al Gobierno del proyecto 
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de Ley Orgánica sobre regulación de la interrupción 
voluntaria del embarazo. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: 
votos emitidos, 326; a favor, 150; en contra, 170; 
abstenciones, seis. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las en- 
miendas de totalidad. 

A efectos de poder ordenar y efectuar las previsiones 
para lo que resta de la sesión de esta mañana, solicito 
qué grupos desean intervenir en relación con los si- 
guientes puntos. 

Punto 39: Proyecto de Ley Orgánica de contrabando. 
(Pausa.) 

Punto número 40: Proyecto de Ley de ayudas y asis- 
tencias a las víctimas de delitos violentos. (Pausa.) 

Proyecto de Ley sobre la creación de un fondo pro- 
cedente de los bienes decomisados por tráfico de dro- 
gas y otros delitos relacionados. (Pausa.) 

En relación con el proyecto de ley por la que se mo- 
difica la Ley 3811992, de 28 de diciembre, de Impues- 
tos Especiales. (Pausa.) 

En relación con la proposición de Ley Orgánica so- 
bre abolición de la pena de muerte en tiempo de gue- 
rra. (Pausa.) 

En relación con la proposición de Ley Orgánica de 
modificación de la Ley Orgánica General Penitencia- 
ria. (Pausa.) 

En relación con la proposición de ley de organización 
del Centro de Investigaciones Sociológicas. (Pausa.) 

Señorías, incluso contando con la más benévola de 
las previsiones respecto a la duración de las interven- 
ciones, no parece lógico prever la posibilidad, en el 
tiempo razonable de finalización de la sesión de la ma- 
ñana, para lo cual restarían unas dos horas, de que 
puedan debatirse las enmiendas del Senado a todos es- 
tos proyectos y proposiciones de ley. 

A efectos de tener una idea precisa del trabajo a de- 
sarrollar, propongo a la Cámara finalizar la sesión de 
la mañana una vez debatidas las enmiendas a los pun- 
tos 39, 40 y 41. (Rumores.) 

A efectos de precisar exactamente el sentido de mis 
palabras, propongo levantar la sesión una vez debati- 
das las enmiendas a los puntos 39, 40 y 4 1. No suspen- 
der, sino levantar la sesión. (Asentimiento.) 

ENMIENDAS DEL SENADO: 

- PROYECTO DE LEY ORGANICA DE CONTRA- 
BANDO (Número de expediente 12 11000078) 

El señor PRESIDENTE: Enmiendas al proyecto de 
Ley Orgánica de contrabando. 

Les recuerdo que se procederá igualmente al térmi- 
no de la sesión, a la votación orgánica de conjunto de 
este primer proyecto de ley. 

Por el Grupo de Coalición Canaria, tiene la palabra 
el señor Mardones. (Rumores.) 

Señonas, guarden silencio, ocupen sus escaños o, en 
su caso, abandonen el hemiciclo con diligencia. (Pausa.) 

Señor Mardones, cuando quiera. 

El señor MARDONES SEVILLA: Gracias, señor 
Presidente. 

Me permitirá, señor Presidente, que le haga una pre- 
gunta, porque aquí es imposible escuchar nada. ¿Voy a 
intervenir en el punto número 39 de la Ley del Contra- 
bando? 

El señor PRESIDENTE: Efectivamente. 

El señor MARDONES SEVILLA: Muchas gracias, 
señor Presidente. Por un puro eco había intuido que 
eso era. Gracias por el amparo para poder ser oído por 
los señores presentes en la Cámara. 

El Grupo de Coalición Canaria, señor Presidente, va 
a votar favorablemente las enmiendas que nos vienen 
del Senado, con una salvedad que más adelante expli- 
caré. 

Se han hecho correcciones, en su mayoría técnicas, 
que subsanan errores gramaticales. Quiero reseñar la 
enmienda al artículo 2 ,  que introduce una cierta som- 
bra de inseguridad jurídica en el texto que salió de la 
Cámara en lo relativo a la preceptividad de la autoriza- 
ción correspondiente cuando se trata de sacar del te- 
rritorio español bienes integrantes del patrimonio his- 
tórico. 

Vamos a pedir, señor Presidente, votación separada 
de la enmienda a la disposición adicional primera que 
viene del Senado. Creo que en este primer gran grupo 
de enmiendas del Senado podríamos agrupar práctica- 
mente todas, excepto una, de las que se refieren a estas 
correcciones técnicas o de seguridad jurídica. Sin em- 
bargo, como se puede comprobar en los Diarios de Se- 
siones del Senado, ha sido amplio el debate sobre la 
disposición adicional primera en relación al Servicio 
de Vigilancia Aduanera y la posible conflictividad de 
las competencias que tradicionalmente ha venido os- 
tentando y seguirá ostentando en la lucha contra el 
contrabando -dado que esta ley es orgánica de repre- 
sión del contrabando, como quedó corregido en su tí- 
tulo- para hacer posible también la lucha totalmente 
integrada y competencia1 del Servicio de Vigilancia 
Aduanera. 

Hay un cambio sustancial en las enmiendas que vie- 
nen del Senado respecto de lo que había aprobado esta 
Cámara, sobre todo cuando el Senado en esta disposi- 
ción adicional primera, relativa a la organización fun- 
cional, suprime los apartados 2 y 3 e introduce un 
cambio sustantivo -de aquí la razón de nuestra peti- 
ción de votación separada de esta enmienda- al hacer 
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que los funcionarios integrados en el Servicio de Vigi- 
lancia Aduanera pasen a tener carácter colaborador de 
los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado en esta 
materia. 

Como el tema es muy controvertido, mi Grupo, se- 
ñor Presidente, hace esta solicitud de votación separa- 
da de la enmienda a la disposición adicional primera 
que nos viene del Senado. Nada más y muchas gracias, 
señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Mardones. 
Por el Grupo Vasco (PNV), tiene la palabra el señor 
González de Txábarri. 

El señor GONZALEZ DE TXABARRI MIRANDA: 
Gracias, señor Presidente. 

El Grupo Vasco (PNV) va a votar en contra de la en- 
mienda introducida en el Senado a este proyecto de 
ley de contrabando en relación a las funciones a de- 
sempeñar por el Servicio de Vigilancia Aduanera, que 
es la cuestión medular en que se centra este proyecto 
de ley. 

Se ha alterado en el Senado, con los votos del Gru- 
po Popular, del Grupo Socialista y de Coalición Cana- 
ria, el acuerdo conseguido en esta Cámara. Entende- 
mos que ,  en  u n  tema t an  delicado como el del 
contrabando, alterando las funciones del Servicio de 
Vigilancia Aduanera se hace un flaco favor a las fun- 
ciones encomendadas a los Cuerpos y Fuerzas de Se- 
guridad del Estado en esta materia de represión del 
contrabando. 

Entendemos que se deben reconocer las competen- 
cias de este Servicio de Vigilancia Aduanera; que en 
ningún caso éstas deben estar supeditadas a la Guar- 
dia Civil; que debe tener en exclusividad estas funcio- 
nes y que debe gozar de estatus de Policía Judicial. 

Lamentamos muy mucho que se use el Senado no 
como una cámara de segunda lectura, sino como una 
Cámara de suspensión de los acuerdos que se adoptan 
en el Congreso de los Diputados. Sabe el señor Rodrí- 
guez Zapatero que fue uno de los puntos nucleares de 
discusión tanto en Ponencia como en Comisión y que 
decíamos en dichos trámites que estaba bien claro que 
el Ministerio de Justicia e Interior tenía muchos tricor- 
nios encima de la Mesa. Por mucho que el Grupo So- 
cialista se resistía en los debates a mantener su propia 
postura, ha quedado claro que esto no es así y que to- 
davía hay poderes fácticos en este Estado que pueden 
mucho en materias tan delicadas como en este caso, la 
represión del contrabando y de la droga. 

Lamentamos aún mucho más el giro copernicano en 
sus posturas que ha dado el Grupo Popular en relación 
a esta materia que, de partir con enmiendas muy coin- 
cidentes tanto con el Grupo de Izquierda Unida-Inicia- 
tiva per Catalunya como con el Grupo Vasco, sustanti- 
vamente con los mismos textos en relación a las 
funciones de este Servicio de Vigilancia Aduanera, ha 
facilitado al Grupo Socialista llegar a aquel texto que, 

desde el propio origen, intentaba mantener y que no 
conseguía en esta Cámara. Yo creo que se hace flaco 
favor a los acuerdos, flaco favor a las negociaciones, 
flaco favor, en definitiva no sustancial, a lo que son las 
funciones de represión del contrabando y de la droga. 
En esta Cámara, señor Presidente, muchas veces se 
magnifican las funciones en contra de esta represión 
de los delitos de contrabando, pero cuando llega la ho- 
ra de la verdad, quedan las posturas al descubierto y 
cada Grupo enseña su tarjeta de identidad. 

Queda claro que un servicio de vigilancia aduanera, 
que estaba desarrollando unos grandes servicios desde 
esta perspectiva, va a ver muy delimitadas sus funcio- 
nes, supeditada su propia actuación y, por ello, señor 
Presidente, el Grupo Vasco va a votar en contra de esta 
enmienda introducida en el Senado, solicitando a los 
grupos el mantenimiento de las posiciones que sostu- 
vieron en esta Cámara y que llevaron a un nivel de 
acuerdo que entonces ya consideramos insuficiente. 
Ahora se ve que se ha dado al traste con dicho debate y 
con dichas posturas. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor González de 

Por el Grupo Catalán (Convergencia i Unió) tiene la 
Txábarri. 

palabra el señor Simó. 

El señor SIMO I BURGUES: Gracias, señor Presi- 
dente. 

Nuestro Grupo va a votar favorablemente las en- 
miendas del Senado menos la referente a la disposi- 
ción adicional primera, a la que vamos a votar que no. 

No entendemos el cambio del Partido Socialista, 
pues el texto aprobado en esta Cámara en su día res- 
pondía a una enmienda transaccional presentada por 
el Grupo Socialista referente a la presentada por nues- 
tro Grupo con el número 27. 

La enmienda del Senado modifica el texto del punto 
1 de esta disposición adicional primera y suprime los 
puntos 2 y 3 que hacen referencia a la actuación de los 
funcionarios integrados en el Servicio de Vigilancia 
Aduanera. Nuestro Grupo entiende que la redacción 
aprobada por el Congreso responde mejor a la activi- 
dad que tienen que desarrollar los funcionarios inte- 
grados en el Servicio de Vigilancia Aduanera que la de 
la enmienda del Senado. Esta enmienda del Senado 
los deja reducidos al carácter de colaboradores de las 
Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado. Entende- 
mos que la redacción aprobada por esta Cámara era la 
más adecuada. Por tanto, señor Presidente, pediría- 
mos votación separada de la enmienda a la disposición 
adicional primera. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Simó. 
Por el Grupo de Izquierda Unida-Iniciativa per Cata- 

lunya tiene la palabra el señor Andreu. 
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El señor ANDREU ANDREU: Señor Presidente, se- 
ñoras y señores Diputados, después de muchos años 
de negociación y discusión en este Parlamento, en los 
grupos políticos y en los colectivos afectados por esta 
Ley de Contrabando y después de haber conseguido 
que el texto en el Congreso de los Diputados represen- 
tara equilibrios importantes en cómo se debería desa- 
rrollar esta Ley, sorprende que en el Senado se haya 
roto en pocos minutos, prácticamente en segundos, un 
equilibrio conseguido después de varios años. Sor- 
prende, además, que se haya hecho de un forma tan 
opaca, tan ajena al debate parlamentario y, además, 
destrozando el equilibrio precisamente en uno de los 
aspectos más fundamentales en esta Ley, y es qué 
cuerpo debería ser el encargado de llevar a cabo la lu- 
cha contra el contrabando, es decir, algo que es sustan- 
cial. Porque si el arma legislativa que supone esta Ley 
después no se corresponde con que el cuerpo sea el 
adecuado para realizarlo y se le quitan las competen- 
cias necesarias para poder realizar su labor, esta Ley 
queda absolutamente en barbecho, totalmente destro- 
zada y, por lo tanto, mi Grupo Parlamentario, en el ca- 
so de que se apruebe el texto que viene del Senado, no 
sólo no va a apoyar las enmiendas que allí se han apro- 
bado, sino que va a negar el carácter de orgánica de 
esta Ley, porque consideramos que queda completa- 
mente viciada por el contenido que se plantea respecto 
a qué cuerpos deben ser los encargados de la vigilancia 
aduanera, de la lucha contra el narcotráfico, contra el 
contrabando y contra el blanqueo de dinero. 

Mi Grupo Parlamentario no comprende de ninguna 
manera que, existiendo un cuerpo que tiene más de 30 
años de antigüedad y experiencia -aunque con diver- 
sos nombre- en la lucha contra el contrabando, contra 
el narcotráfico, contra el blanqueo de dinero, a ese 
cuerpo se le quite la capacidad de ser policía judicial y 
se le quiten los instrumentos para esa lucha contra el 
contrabando, instrumentos que tenía en una situación 
dudosa (porque en determinadas situaciones los jueces 
habían quitado la autoridad al Servicio de Vigilancia 
Aduanera para producir apresamientos en alta mar), y 
que ahora, con la propuesta que nos llega del Senado, 
la poca capacidad que tenía se le destruye. Mi Grupo 
Parlamentario no comprende cómo puede suceder eso 
cuando no hay ninguna fuerza de seguridad en España 
que tenga la capacidad ni la experiencia para presentar 
una actuación alternativa. No existe ninguna. Así lo ha- 
bían entendido todos los grupos parlamentarios en el 
Congreso, dándole el carácter o, por lo menos, las com- 
petencias de policía judicial al Servicio de la Vigilancia 
Aduanera para que siguiera actuando en esta línea. 

Cosa sorprendente: el Partido Popular no contento 
por cómo se había planteado en el Congreso de los Di- 
putados las competencias del Servicio de Vigilancia 
Aduanera, presentó una enmienda en el Senado me- 
diante la cual se le otorgaba directamente el carácter 
de Cuerpo de Seguridad del Estado a los efectos del 
descubrimiento y persecución. Sin embargo, el Partido 

Popular cambia de opinión en segundos. El Partido 
Popular es un Partido que realmente demuestra aquí 
su incapacidad y la poca solvencia de su programa. 
Cuando aún no han gobernado -y espero que no go- 
biernen- se someten a las presiones. Realmente, con 
esta bagaje, es un partido absolutamente peligroso a la 
hora de formar un gobierno, porque lo que dicen y lo 
que realmente hacen (Rumores.-Protestas.) no se 
corresponde en absoluto. Yo creo que esto no es nada 
más que un botón de muestra de su irresponsabilidad, 
de su poca consistencia y de la poca seriedad que tie- 
nen sus planteamientos programáticos. (Protestas.) 

El Partido Socialista, después de catorce años de 
Gobierno, es realmente rehén de la Dirección General 
de la Guardia Civil. No se comprende cómo se aprueba 
esto por mecanismos puramente corporativos, porque 
la Guardia Civil, que presta sus servicios, sin duda, en 
muchísimas tareas de la Seguridad del Estado, no tie- 
ne funcionarios que puedan prestar sus servicios en lo 
que es el Servicio de Vigilancia Aduanera y, por lo tan- 
to, no se entiende que se pretendan quitar estas com- 
petencias a dicho servicio. Plantear este cambio en la 
disposición adicional otorgándole al Servicio de Vigi- 
lancia Aduanera la característica de fuerza colabora- 
dora es algo ridículo. Porque fuerza colaboradora, se- 
gún lo plantea la Ley de Fuerzas de Seguridad del 
Estado, es la que prestan las policías municipales y las 
autonómicas. ¿Es que se pretende equiparar el Servi- 
cio de Vigilancia Aduanera a una policía local y auto- 
nómica? Sinceramente, creo que no puede haber ma- 
yor despropósito. Cuando en España existe un im- 
portantísimo problema de contrabando, un importan- 
tísimo problema de blanqueo de dinero, un importantí- 
simo problema de tráfico de drogas, cuando en los 
congresos incluso se cifra en más de 105.000 millones 
de pesetas del monto económico total que significan 
todos estos dislates -105.000 millones de pesetas en el 
conjunto de la Unión Europea, de los que la mayor 
parte está en España- y sabiendo que son numerosí- 
simas las actuaciones que tanto en Galicia como en El 
Campo de Gibraltar, como en el Estrecho, viene reali- 
zando ese Servicio, no se comprende de ninguna de las 
maneras el que se plantee esta situación que contem- 
pla la enmienda aprobada en el Senado por la que se 
considera al Servicio de Vigilancia Aduanera como 
una fuerza colaboradora simplemente. 

¿En qué se basan? Me gustaría saber en qué se ba- 
san porque no hay ninguna base explicitada. Habrá 
bases ocultas, puesto que incluso el Consejo General 
del Poder Judicial, en los informes que realiza, no le 
niega al Servicio de Vigilancia Aduanera el que pueda 
seguir actuando en la forma en que viene haciéndolo. 

Por tanto, no entendemos; no hay ningún documen- 
to, no hay ningún razonamiento explícito político ni 
económico que pueda justificar este cambio de opinión. 
Los razonamientos están puramente ocultos y, como to- 
do lo oculto, sometido a especulación, y aquí se pueden 
hacer especulaciones de todo signo. Nosotros hacemos 
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la que es más suave, repito, la que es más suave: que es- 
tamos ante un puro problema corporativo de la Direc- 
ción General de la Guardia Civil. Podrían plantearse 
otros; podrían plantearse especulaciones que tienen que 
ver con los interesados en el blanqueo de dinero, con el 
contrabando, etcétera. Como son especulaciones, no las 
vamos a plantear, pero, realmente, ahí queda la sombra 
de la duda y, señores, esto es algo que realmente nos 
preocupa. 

Nosotros ya expusimos en esta Cámara que si estas 
enmiendas tienen éxito tal como vienen planteadas del 
Senado, mi Grupo Parlamentario, el Grupo Parlamenta- 
rio de Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya, va a 
proponer un proyecto de ley para que se modifique el 
artículo 103 de la Ley de Presupuestos Generales del Es- 
tado para 199 1, para la creación de una unidad de poli- 
cía fiscal que dependa orgánicamente del Ministerio de 
Hacienda y esté integrada por funcionarios del Servicio 
de Vigilancia Aduanera -creemos que ahí es donde de- 
be esta ubicada la lucha contra el contrabando, contra 
el narcotráfico, contra el blanqueo de dinero-, por 
1.800 funcionarios que tienen una experiencia contras- 
tada y creo que no vale la pena hacer inventos nuevos. 
Este es un juego extraordinariamente peligroso y los se- 
ñores del Partido Socialista y del Partido Popular ten- 
drán que responder ante la ciudadanía española de lo 
que están haciendo con esta ley del contrabando. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Andreu. 
Por el Grupo Popular, tiene la palabra el señor Ro- 

bles Orozco. 

El señor ROBLES OROZCO: Gracias, señor Presi- 
dente. 

En primer lugar, quiero decir que nuestro Grupo está 
de acuerdo con las enmiendas que vienen del Senado, 
la mayona de las cuales son enmiendas técnicas y, por 
tanto, no voy a entrar en ellas, aunque algunas hacen 
especial referencia al tema de la Comunidad Autónoma 
de Canarias o a la definición de lo que es una organiza- 
ción. Pero qué duda cabe de que de todas estas enmien- 
das hay una que tiene mayor trascendencia para esta 
ley, que es una tremendamente importante porque re- 
forma una ley de 1982 y por las nuevas circunstancias 
en que se encuentran la Unión Europea y nuestro país; 
es decir, que ha sido una ley trabajada, una ley que ha 
requerido el esfuerzo de diálogo y de consenso no sólo 
de los grupos parlamentarios, sino también con organi- 
zaciones, con colectivos que han expresado sus opinio- 
nes y sus formas de entender en este momento lo que 
era la mejor organización para ser más eficaces. La en- 
mienda a la que me refería, y a la que han estado ha- 
ciendo referencia los anteriores intervinientes, es, qué 
duda cabe, la que tiene un contenido político y que, 
efectivamente, supone un cambio sobre el texto que sa- 
lió del Congreso, pero conviene decir que los consen- 
sos, los acuerdos, nunca hay que cerrarlos en falso; es 

decir, hay que cerrarlos cuando están asentados sobre 
criterios muy sólidos, muy fijos y que realmente pue- 
dan dar estabilidad, puedan dar credibilidad a medio y 
largo plazo. 

Nuestro Grupo presentó una enmienda en el Senado 
para mantener los principios que expuso aquí, en el 
Congreso, y, posteriormente, la mantuvo a petición del 
Grupo Socialista para poder llegar a una transaccional 
que diera satisfación, credibilidad y eficacia a una or- 
ganización que pueda ser eficaz -valga la redundan- 
cia- en la lucha contra el contrabando y contra el 
narcotráfico. No se trata de corporativismos, no se tra- 
ta de aceptar presiones, no se trata de defender ningún 
colectivo concreto, sino al revés, se trata de defender a 
todos por igual, se trata de dar eficacia a la lucha con- 
tra el narcotráfico y contrabando, se trata de crear una 
organización en beneficio de todos los españoles. Por 
tanto, todo esfuerzo de diálogo es poco en este sentido. 

Hemos llegado a esta redacción en el Senado que, 
como todas las cosas, es discutible, pero si la enmien- 
da que se ha introducido en el Senado se lee con litera- 
lidad, no puede deducirse en ningún caso que con ella 
se desmantele ningún servicio, ningún organismo, nin- 
gún cuerpo de los que estuviera operando hasta la fe- 
cha en este momento en el ámbito del contrabando o 
de la lucha contra el narcotráfico. Bien al contrario, se 
establecen claramente cuáles son los criterios, los prin- 
cipios y los cuerpos y organismos destinados a la lu- 
cha contra el contrabando y el narcotráfico. 

Nuestro Grupo tiene una excelente opinión, inmejo- 
rable opinión sobre lo que es la actuación de los Cuer- 
po y Fuerzas de Seguridad del Estado y también del 
Servicio de Vigilancia Aduanera en lo que ha sido su 
trayectoria en la lucha contra el contrabando y, en al- 
gunos casos muy específicamente, en la lucha contra 
el narcotráfico. Por tanto, sería incongruente con 
i icstra posición haber permitido o aceptado cualquier 
planteamiento que llevase precisamente a sufrir algu- 
na merma de cualquiera de estos cuerpos u organis- 
mos. 

Hemos considerado que de esta forma se servía me- 
jor al consenso y al acuerdo entre todos, se daba ga- 
rantías tanto a los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad co- 
mo al Servicio de Vigilancia Aduanera y se permitía 
intervenir a los dos de forma eficaz en la lucha contra 
el narcotráfico y el blanqueo de capitales; eso sí, es ne- 
cesario establecer mecanismos coherentes y eficaces 
de coordinación. Ningún Estado moderno entrega a 
un sólo cuerpo estas tareas tan enormemente comple- 
jas, sino que suelen coexistir dentro de un mismo Es- 
tado diferentes cuerpos de seguridad u organismos 
que participan y colaboran en la vigilancia aduanera o 
en los servicios contra el narcotráfico o en los temas 
de Contrabando. Ahora se trata también del reto de 
buscar los mejores mecanismos para que sean eficaces 
y para que actúen coordinademente. 

En todo caso, quiero acabar mi intervención dicién- 
doles que por parte del Grupo Popular, como ha sido 



- 9854 - 
CONGRESO 23 DE NO\’IEMBKE D E  i995 . -Nú~.  185 

tradicional, consideramos -lo hemos considerado en 
el pasado y lo consideramos en el presente- excelente 
el servicio que ha realizado la Guardia Civil y conside- 
ramos excelente el trabajo que ha realizado el Servicio 
de Vigilancia Aduanera y por eso hemos hecho esfuer- 
zos, en la medida también de nuestras posibilidades y 
en virtud de llegar a acuerdos para que estas leyes ten- 
gan la viabilidad que tienen que tener, es decir, en los 
acuerdos mayoritarios, para llegar a esta redacción. 

Como nosotros tenemos una vocación de fuerza ma- 
yoritaria y como tenemos la vocación y el deseo de te- 
ner responsabilidades de Gobierno en este país, es por 
lo que tenemos que hacer estos esfuerzos en aras de 
conseguir, en temas de esta naturaleza tan extraordi- 
nariamente delicada, estas vías de acuerdo. Probable- 
mente, otras fuerzas, con una vocación más minorita- 
ria y sin vocación de Gobierno, pueden permitirse 
estos brindis al sol que no conducen a nada y que no 
repercuten en lo que más nos debe interesa, que no es 
la defensa de corporativismos, sino la defensa de la efi- 
cacia en la lucha contra el narcotráfico y contra el con- 
trabando. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Robles. 
Por el Grupo Socialista, tiene la palabra el señor Ro- 

dríguez Zapatero. 

El señor RODRIGUEZ ZAPATERO: Gracias, señor 
Presidente. 

Tomo la palabra para fijar la posición del Grupo So- 
cialista en relación con las enmiendas del Senado a la 
Ley Orgánica de represión del contrabando, posición 
que va a ser favorable al conjunto de las mismas que 
han modificado la ley en ciertos aspectos, algunos de 
índole técnico, otros de naturaleza más de fondo pero 
que, en definitiva, van a obtener el respaldo del Grupo 
Socialista. (El señor Vicepresidente, Beviá Pastor, 
ocupa la Presidencia.) 

Por consiguiente, vamos a prestar nuestro apoyo a 
la nueva configuración en relación con la tipificación 
del delito de contrabando en lo relativo a las labores 
del tabaco, que es una de las modificaciones más sig- 
nificativas, así como aquellas que tienen, como indica- 
ba, un alcance técnico e, incluso en algún caso, pura- 
mente gramatical y aquellas que también intentan 
acomodar las referencias a la calificación de las penas 
conforme al Código Penal vigente en previsión de esa 
«vacatio legis)) de seis meses que conocemos. 

Asimismo, vamos a apoyar la enmienda relativa a la 
disposición adicional primera que, obviamente, ha si- 
do en el desarrollo del trámite legislativo la cuestión 
que ha ocupado más debate, más atención y más preo- 
cupación por parte de los diferentes grupos parlamen- 
tarios. Es verdad que, en el desarrollo de este debate y 
en posiciones de grupos parlamentarios, ha existido 
cierto baile de máscaras, como ha sido notorio, pero 
también se tendrá que reconocer que la postura del 

Grupo Socialista ha sido la más, digamos, lineal o co- 
herente. Hemos tenido pocas variaciones, hasta donde 
nos ha llevado, en algún momento, algún grupo parla- 
mentario, por la lógica de la relación de fuerzas. 

En todo caso, yo quisiera hacer una consideración 
de carácter general, sobre todo como consecuencia 
de alguna intervención, incluso desde un punto de 
vista apasionado, que pone de manifiesto un cierto 
grado de capacidad de comprensión por parte del 
Grupo Socialista. Creo que el fondo del problema de 
esta disposición adicional viene dado porque el Servi- 
cio de Vigilancia Aduanera, que ha venido y viene 
prestando una importante labor (yo no voy a caer, co- 
mo aquí pasó en el debate anterior, en más excesos y 
más elogios de los que habitualmente hemos hecho 
casi todos los grupos, porque me parece que ése no es 
el problema), tiene un status ciertamente difícil desde 
el punto de vista jurídico en el contexto de los dife- 
rentes cuerpos o servicios de la Administración del 
Estado. Si uno se fija con un poco más de atención, 
reconocerá que la disposición adicional que se apro- 
bó en el Congreso en su momento y que ahora ha si- 
do objeto de modificación en el Senado, globalmente, 
daba satisfacción a lo que es el Servicio de Vigilancia 
Aduanera, pero hay que poner de manifiesto que 
tampoco era suficientemente clara desde un punto de 
vista jurídico. A mi juicio, aquí tenemos un problema 
de fondo del siguiente calado. Si al Servicio de Vigi- 
lancia Aduanera se le considerara como policía judi- 
cial, que era lo que de una manera más o menos táci- 
t a  contenía  lo que  aprobó e n  su  momento el 
Congreso, con el ordenamiento jurídico en la mano, 
estaríamos situados en una posición realmente difícil 
y compleja porque, en nuestro país, la policía judicial 
son las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado. 
Las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado tie- 
nen un estatuto radicalmente distinto al que puede 
tener cualquier servicio o agencia, en este caso el Ser- 
vicio de Vigilancia Aduanera. Digamos que estába- 
mos abocados a una transformación que, sin duda, 
no se podía abordar en la Ley de contrabando -no 
digo que sea necesario o no; digo que no se podía 
abordar en la Ley de Contrabando- y, desde luego, al 
cambio radical del modelo policial. El Grupo Socia- 
lista venía manteniendo en el Congreso que eso no 
era posible y que era difícil de resolver con la actual 
situación, pero hemos entendido y no vemos dificul- 
tad -aunque ciertamente la interpretación desde el 
punto de vista del Derecho es siempre abierta- para 
que con esta disposición adicional resolvamos la pre- 
ocupación última que todos tenemos. El Servicio de 
Vigilancia Aduanera actúa bien y ha sido dotado de 
medios muy poderosos y muy positivos bajo el man- 
dato de este Gobierno. Por tanto, sería una contradic- 
ción pensar que al menos este Grupo tuviera una ac- 
titud de prevención o de querer quitar espacio de 
actuación al Servicio de Vigilancia Aduanera. Lo que 
sucede es que pensamos que, con e2 texto actual -in- 
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sisto, a expensas de interpr&dones que pueda ha- 
ber-, el respaldo en su actuacióri puede quedar ga- 
rantizado desde el punto de vista jurídico. Eh todo 
caso, la ley prevé posibilidades de desarrollo regla- 
mentario, que e s t h  abiertas y que podrían, suponer 
alguna mejora. Con el ordenamiento jurídico vigente, 
con la Ley Orgánica de Fuerzas y Cuerpos de Seguri- 
dad del Estado, con la Ley Orgánica del Poder Judi- 
cial, con la Ley de Enjuiciamiento Criminal, no cree- 
mos que pudiera haber tenido un encaje adecuado 
otra configuración, en concreto la que ha apoyado al- 
guna de SS. SS. Por consiguiente, al margen de que 
existe un problema -es verdad- de intervención de 
dos importantes servicios en una actuación tan im- 
portante como la represión del contrabando, puesto 
que la Guardia Civil tiene esa competencia, como es 
conocido -está en la Ley orgánica y aquí nadie ha 
propuesto la modificación del precepto correspon- 
diente-, la coordinación ha de ser el elemento fun- 
damental de actuación. Y cuando se considera que 
un servicio o una agencia del Estado tiene carácter 
colaborador de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad 
del Estado, seguramente lo que se dice es lo único 
que se puede decir con el ordenamiento jurídico que 
en estos momentos tenemos, insisto, citando esas tres 
leyes. No sé si en un futuro el modelo podrá ser otro, 
policial, global, pero, hoy por hoy, poco más allá po- 
día ir la ley orgánica de contrabando, si es que fuera 
deseable, que todo, lógicamente, es discutible, poco 
más allá podía ir. 

Por tanto, yo pediría al conjunto de los grupos par- 
lamentarios que, al margen de expresar su posición, 
manifestaran también el convencimiento de que, en 
todo caso, no hay, objetivamente, con la ley en la ma- 
no, ningún retroceso con la situación actual. Otra co- 
sa, señorías, es que a algunos grupos les hubiera gusta- 
do que el proceso hubiera ido mucho más allá. Pero, 
con la situación actual, creemos, sinceramente, que no 
hay ningún retroceso. 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Gra- 
cias, señor Rodríguez Zapatero. 

- PROYECTO DE LEY DE AYUDAS Y ASISTEN- 
CIA A LAS VICTIMAS DE. DELITOS VIOLEN- 
TOS (Número de expediente 121/000095) 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Pasa- 
mos a la fijación de posiciones con respecto a las en- 
miendas del Senado al proyecto de ley de ayudas y 
asistencia a las víctimas de delitos violentos. 

Por el Grupo de Coalición Canaria, tiene la palabra 
el señor Mardones. 

El señor MARDONES SEVILLA: Señor Presidente, 
muchas gracias. Intervendré con brevedad. 

El Grupo de Coalicióri Canai-ia va a votar afii-rnativa- 
mente a todas y a cada una de las enmiendas qLie ha 
introducido la Cámara del Senado a este proyecto de 
ley de ayudas y asistencia a las víctimas de delitos vio- 
lentos y coñtra la libertad sexual. 

En primer lugar, Coalición danaria se congratula 
de que cerremos hoy ya y transformemos en ley esta 
importante sensibilidad para atender a las victimas 
que han sufrido los delitos violentos y, sobre todo, 
por los delitos de violación y todos los que atenten a 
la libertad sexual, a la coñvivencia pacífica desde los 
sexos, a la armonía dentro del marco legal que señala 
nuestra Constitución y las leyes que la vienen desa- 
rrollando. 

Técnicamente, las enmiendas que vienen del Senado 
pueden proporcionar la tranquilidad del análisis de 
que son de corrección de estilo, de adecuación de léxi- 
co y, fundamentalmente, también hay alguna otra que 
viene a dar exactitud en el concepto, como lo referido 
a la Comisión nacional de ayuda y asistencia a las víc- 
timas de delitos violentos y, como se ha introducido, 
“y contra la libertad sexual», precisamente esta Comi- 
sión nacional ya queda reflejada con su título exacto, 
de acuerdo con el texto articulado de la ley. 

Quiero resaltar únicamente la enmienda al artículo 
16, que viene precisamente a dar una claridad jurídica 
y conceptual para evitar ninguna duda de aplicación 
técnica cuando se está refiriendo a la implantación de 
las oficinas de asistencia a las víctimas en todas aque- 
llas sedes, juzgados y tribunales o en aquellas fiscalías 
en que las necesidades de casuística lo exijan. 

Por estas razones, señor Presidente, y destacando la 
importancia de este texto de ley y la tecnicidad con 
que traen las enmiendas el texto de propuesta del Se- 
nado, las vamos a votar afirmativamente. 

Nada más y muchas gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Gra- 
cias, señor Mardones. 

Por el Grupo Parlamentario de Izquierda Unida-Ini- 
ciativa de Catalunya, tiene la palabra el señor López 
Garrido. 

El señor LOPEZ GARRIDO: Gracias, señor Presi- 
dente. 

Nuestro Grupo Parlamentario va a votar favorable- 
mente las enmiendas del Senado a este proyecto de ley 
de ayudas y asistencia a las víctimas de delitos violen- 
tos; así se llamaba en un principio y, en el trámite del 
Congreso, se llamó definitivamente como ahora viene 
en el dictamen del Senado, es decir, víctimas de delitos 
violentos y contra la libertad sexual. 

Se trata, sin duda, de un avance importante, en esta 
orientación moderna del Derecho penal y del Derecho 
procesal penal, en el sentido de considerar a la vícti- 
ma como uno de los elementos, de los sujetos de los 
que el Derecho tiene que dar cuenta, a los que el Esta- 
do y las asociaciones tienen que ayudar, ya que hasta 
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ahora, es cierto, hay que reconocerlo así, toda la regu- 
lación penal y procesal penal de los sistemas liberales 
y de las democracias liberales venía estableciéndose 
en torno al autor del delito, pero no a la víctima del 
mismo. 

Yo quiero recordar que se han ido produciendo 
avances legislativos significativos a este respecto, por 
ejemplo en la Ley del Menor de 1992, en donde hay ya 
una fórmula muy interesante, que sería deseable se 
extendiese, de composición o de autocomposición, de 
reparación, entre los autores del delito y las víctimas 
del mismo. Es decir, que la respuesta legislativas va 
más allá de la pura sanción, se extiende a algo más 
amplio, a lo que podríamos llamar la reparación res- 
pecto del delito, y la reparación, cada vez queda más 
claro, pertenece al núcleo de la sanción penal. Es cier- 
to, hay que recordarlo, que mientras que no hay delito 
sin un autor también habría que afirmar que no hay 
delito sin la víctima y que la víctima es algo mucho 
más amplio que el sujeto pasivo del delito. La víctima 
tiene a veces un carácter un tanto difuso, es mucho 
más amplio todo el conjunto de perjudicados, que va 
más allá del meramente ofendido por el delito. Como 
digo, ya en el caso de la Ley del Menor de 1992 se 
avanzó en esa línea. Y también se ha avanzado, debo 
significar, en el Código Penal recientemente aprobado 
por esta Cámara, en bastantes de cuyos artículos se 
tienen en cuenta los intereses de la víctima. Cuando 
se habla, por ejemplo, de los trabajos en beneficio de 
la comunidad, su regulación posterior tendrá que te- 
ner en cuenta a la víctima, estos trabajos tendrán que 
tener en cuenta los daños causados por el autor del 
delito. O en el caso de los delitos contra la ordenación 
del territorio recordemos cómo se habla de la necesi- 
dad en algunos supuestos de la reconstrucción de lo 
dañado. O en el caso de los delitos contra la libertad 
sexual en el Código Penal aprobado por esta Cámara 
se habla de que pueden perseguirse incluso por el Mi- 
nisterio Fiscal, dejan de ser delitos estrictamente pri- 
vados, y se tendrán en cuenta los intereses en presen- 
cia, se ponderarán los intereses legítimos en presencia 
de la víctima. En muchos otros aspectos de este Códi- 
go aparece la víctima, por vez primera, como algo a 
considerar a la hora de valorar incluso la tipicidad y 
la sanción de un determinado delito. La proposición 
de ley de protección de testigos en el proceso aproba- 
da recientemente en esta Cámara también va en esa 1í- 
nea. Cuando se protege el testimonio de las personas 
que van a intervenir en todo el proceso, en la instruc- 
ción y posteriormente en el juicio oral, una de las 
amenazas para la víctima es precisamente su declara- 
ción con respecto a los autores o presuntos autores 
del delito. 

Falta, es cierto, todavía un avance más -y creo 
que debe significarse aquí- en nuestra legislación 
procesal penal. Todavía no hay, especialmente en la 
fase de instrucción, una posición suficientemente re- 
conocida del status de la víctima para poder actuar 

como sujeto activo en esa fase de instrucción. Eso de- 
berá ser parte, sin duda, de la reforma del proceso 
penal completa que aparece prefigurada y ordenada 
en una de las disposiciones finales de la Ley del jura- 
do. Faltaba un fondo público de ayuda a las víctimas, 
y es esto lo que pretende este proyecto de ley que aca- 
ba su tramitación en el día de hoy. Este fondo públi- 
co de ayuda a las víctimas, junto a una red de ofici- 
nas de asistencia a las víctimas -víctimas de delitos 
violentos y víctimas de delitos que, aunque no sean 
violentos, atenten la libertad sexual-, aparece en es- 
te proyecto de ley, que se ha mejorado en el trámite 
parlamentario y aparece, por tanto, como algo que 
completa ese conjunto de medidas que ha ido enalte- 
ciendo, desde el punto de visto jurídico, teniéndose 
mucho más en cuenta el papel de la víctima dentro 
de toda la fenomenología penal de la que estaba au- 
sente, desgraciamente, hasta hace muy poco. Hay 
que avanzar todavía más en la línea del proceso penal 
para configurar todo un nuevo status de la víctima, a 
lo que contribuye acertadamente, a nuestro juicio, es- 
te proyecto de ley, que hemos votado favorablemente 
y que votaremos también favorablemente en cuanto a 
estas enmiendas del Senado que se nos someten a 
consideración en esta sesión. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Gra- 

Por el Grupo Popular, tiene la palabra el señor Trillo. 
cias, señor López Garrido. 

El señor TRILLO-FIGUEROA MARTINEZ-CONDE: 
Gracias, señor Presidente. 

Señorías, el Grupo Parlamentario Popular va a apo- 
yar la aprobación de las enmiendas introducidas por el 
Senado y va a apoyar el texto de este proyecto de ley, 
como ya hizo en la Comisión de Justicia e Interior del 
Congreso, a pesar de que no comparta la filosofía y el 
alcance de este proyecto de ley, como quedó claro en la 
enmienda alternativa que tuve el honor de defender en 
nombre de mi Grupo ante el Pleno. 

Permítasenos recordar, a la hora de terminar la tra- 
mitación de este proyecto de ley, que el Grupo Parla- 
mentario Popular durante la pasada y la presente le- 
gislatura presentó hasta cuatro veces un proyecto que 
entendíamos y entendemos tiene más calado, para el 
objetivo que se pretende con el presente proyecto de 
ley. La diferencia sustancial radicaba y radica en que 
para nosotros las indemnizaciones derivadas de deli- 
tos violentos o contra la libertad sexual son un dere- 
cho de la víctima y no algo graciable concedido por 
los poderes públicos. Para nosotros no se trata tanto 
de un problema de solidaridad cuanto de un proble- 
ma de derecho natural. No se trata tanto de buscar 
una fórmula semejante a lo que a ustedes, señores de 
la mayoría, les gusta tanto, que es transformarlo todo 
en una inmensa Seguridad Social, cuanto de acercar 
a la víctima los mecanismos que hagan más rápida- 
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mente satisfactorio lo que es su derecho previo. De 
esa visión absolutamente antitética de principio de lo 
que el proyecto debiera ser se derivaban y se derivan 
algunas otras diferencias esenciales que me interesa 
subrayar a la hora de terminar la tramitación del pro- 
yecto de ley. 

Como quiera que concebimos la ayuda como un de- 
recho derivado de ese derecho natural civil innegable 
que asiste a toda víctima de que se le reparen todas las 
consecuencias dañosas y perjudiciales derivadas del 
delito, nuestras reparación alcanzaba íntegramente 
tanto a los daños como a los perjuicios. No es ese el re- 
sultado alcanzado en el proyecto del Gobierno, en la 
medida en que no se indemniza la pérdida de ingresos 
de la víctima que hayan podido producirse ni se les 
conceden, como sí hacen otras legislaciones en el seno 
del Convenio Europeo, alimentos a las personas a car- 
go de la víctima. Paradójicamente, el Estado para a su- 
brogarse en los derechos indemnizatorios de la vícti- 
ma, y luego no se ha aceptado por la mayoría una 
enmienda de nuestro Grupo, presente en su día en el 
texto alternativo, que pedía la retención al menos del 
20 por ciento del salario del autor del delito, bien del 
que pudiera percibir por sus trabajos en prisión en be- 
neficio de la comunidad ahora, o bien fuera ya de la 
prisión, para, de sea forma, agilizar el resarcimiento 
total de los daños inferidos. 

De otra parte, el proyecto es pacato en lo que se lla- 
ma por la doctrina victimización secundaria, que for- 
ma parte de lo que el propio proyecto llama ayudas, y 
que para el Grupo Parlamentario Popular debiera al- 
canzar a la preferencia en el otorgamiento de becas 
para los hijos menores de edad de la víctima de estos 
delitos, y también al apoyo por medio del fomento a 
las asociaciones precisamente de víctimas de delitos 
violentos. 

Finalmente, señor Presidente, señorías, creemos que 
hubiera sido una fórmula menos costosa para el Esta- 
do, más beneficiosa para la víctimas y para la sociedad 
la fórmula financiera que proponía mi Grupo Parla- 
mentario, la creación de un fondo de ayudas nutrido 
tanto de aportaciones públicas a través del 0,5 del Im- 
puesto sobre la Renta de las Persona Físicas como de 
otras ayudas de instituciones sociales y benéficas. Se 
ha optado por ese modelo, insisto, tan caro a ustedes, 
tan decadente ya de convertir todo el Estado y aún to- 
da la sociedad en una inmensa Seguridad Social. 

Aun así y aún dejando al margen de la aplicación de 
este proyecto nada menos que a las víctimas de los de- 
litos terroristas, quiero subrayarlo, quedan fuera del 
alcance de este proyecto de ley, aun así y no derogán- 
dose obviamente la legislación que actualmente les da 
cobertura, vamos a votar a favor de este proyecto, por- 
que lo hemos dicho muchas veces en el Pleno en esta y 
en la anterior legislatura: sea cual fuere la regulación, 
es mejor cualquier regulación que el absoluto vacío, la 
ninguna regulación que hasta el momento era la única 

respuesta que el legislador español daba a las víctimas 
de los delitos violentos. 

Gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Gra- 

Por el Grupo Socialista, tiene la palabra el señor 
cias, señor Trillo. 

Mohedano. 

El señor MOHEDANO FUERTES: Gracias, Presi- 
dente. 

Del propio sentido de las enmiendas que han sido 
aprobadas en el Senado y que SS. SS. conocen, es 
obvio que el Grupo Parlamentario Socialista va a VO- 

tar favorablemente todas y cada una de las enmien- 
das que han sido aprobadas en el Senado, porque 
además son razonablemente coherentes con el pro- 
yecto de ley que aprobamos en esta Cámara y no ha- 
cen sino, como es lógico, mejorar el sentido de algu- 
no  de los artículos que fueron aprobados en la 
Comisión de Justicia y en el Pleno de la Cámara en 
su momento. 

Nos congratulamos, además, en el Grupo Socialista 
porque haya plasmada ya una unanimidad respecto a 
este proyecto de ley y queremos destacarla y agrade- 
cérsela a todos los grupos, especialmente al Grupo 
Parlamentario Popular, que era el que tenía un modelo 
más diferente en relación con esta ley, que, a pesar de 
la enmienda a la totalidad que en su momento presen- 
tó y defendió, vote favorablemente este proyecto de 
ley, lo cual representa un reconocimiento en este caso 
a su inteligencia. Es lógico que, después de anunciar 
que va a votar favorablemente no sólo a las enmiendas 
'sino también al proyecto, el representante del Grupo, 
señor Trillo-Figueroa, quiera marcar las diferencias en 
algunos aspectos que ellos consideran importantes del 
proyecto. Este debate lo tuvimos ya en el Pleno de la 
Cámara cuando discutimos la enmienda a la totalidad 
y lo hemos tenido también a lo largo de toda la trami- 
tación, y por ello no voy a insistir, aparte de que me 
parece normal que, como consecuencia de esa vota- 
ción favorable, se quieran destacar, a veces artificial- 
mente, algunas diferencias que en unos casos existen y 
en otros no. Simplemente, me gustaría remarcar, para 
oponerme a esa argumentación, dos de las cuestiones 
que han sido planteadas por el representante del Gru- 
po Popular. 

Estamos, en esta ley de ayudas y asistencia a vícti- 
mas de los delitos violentos y a las víctimas también 
de los delitos contra la libertad sexual, ante el con- 
cepto legal de ayudas públicas, que tiene perfecto an- 
claje no sólo legal sino constitucional, por cierto, no 
como modelo único español sino como modelo de 
aquellos países más avanzados en el modelo de bie- 
nestar social, donde ha calado más honda la opción 
socialdemócrata, por ejemplo, en Alemania. El ejem- 
plo español en este caso es un ejemplo que práctica- 
mente tiene su parangón en el modelo alemán cons- 
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trtiido por distintas fuerzas en el pluralismo social, 
pero con una gran influencia de la opción socialde- 
mócrata. En segundo lugar, no  nos encontramos 
-eso lo sabe perfectamente el representante del Gru- 
po Popular, señor Trillo-Figueroa- ante una ayuda 
pública de carácter graciable, sino ante un derecho, 
una ayuda pública concebida subjetiva y objetiva- 
mente como un derecho. Lo que pasa es que no se 
puede confundir el concepto de ayuda pública con el 
concepto de indemnización, porque lo que el Estado 
no puede hacer es asumir sustitutoria o subsidiaria- 
mente una indemnización que sólo al culpable le co- 
rresponde pagar, de la misma manera que el Estado 
tampoco puede asumir el daño moral que se produce 
con el delito. Pero esa ayuda pública que el Estado 
abona a las víctimas de los delitos violentos y contra 
la libertad sexual no es graciable, sino un derecho le- 
galmente regulado y que, como decía antes, tiene su 
base y su anclaje en la Constitución. Por lo tanto, se 
incardina dentro del modelo socialdemócrata de Es- 
tado de bienestar y no dentro de una concepción ab- 
solutamente graciable de una ayuda pública que no 
fuera derecho. 

Por esa razón, señor Presidente, estamos muy satis- 
fechos con la aprobación de esta ley. Además, con esta 
ley el sistema penal abandona definitivamente en Es- 
paña el absoluto desconocimiento que tenía de las víc- 
timas de los delitos y, por último, nos congratulamos, 
como decía antes, de que a pesar de la diferencias, gra- 
cias a la buena disposición de todos los grupos y tam- 
bién a su inteligencia, podamos tener una coincidencia 
unánime en la aprobación de esta ley. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Gra- 
cias, señor Mohedano. 

- PROYECTO DE LEY SOBRE LA CREACION DE 
UN FONDO PROCEDENTE DE LOS BIENES 
DECOMISADOS POR TRAFICO DE DROGAS Y 
OTROS DELITOS RELACIONADOS (Número de 
expediente 12 11000 102) 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Pa- 
samos ahora a la fijación de posiciones con respecto 
a las enmiendas del Senado al proyecto de ley sobre 
la creación de un fondo procedente de bienes deco- 
misados por tráfico de drogas y otros delitos rela- 
cionados. 

Por el Grupo de Coalición Canaria tiene la palabra 
el señor Mardones. 

El señor MARDONES SEVILLA: Gracias, señor 
Presidente. 

Coalición Canaria, en el trámite de discusión en esta 
Cámara del proyecto de ley relativo a la creación de un 
fondo procedente de los bienes decomisados por tráfi- 

co de drogas y otros delitos conexos, había demostra- 
do su apoyo total al principio de fondo de este proyec- 
to de ley, porque el mismo se intentaba traducir en 
efectos prácticos y estimulantes, en el mejor sentido 
positivo, que aquellas instituciones significadas, por 
imperativo legal, en la lucha contra el tráfico de dro- 
gas y los delitos relacionados con las mismas, vieran 
un reconocimiento material, tanto si se trataba de 
Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado como 
Guardia Civil, Cuerpo Superior de Policía o de cuales- 
quiera otras entidades no gubernamentales que vienen 
luchando tan eficazmente contra la droga y sus efectos 
depredadores en la moralidad humana. Al apoyar este 
principio de fondo y al conocer ahora las enmiendas 
del Senado, no tenemos nada que objetar a las mismas 
y vamos a apoyar este proyecto. 

Se trata de dos enmiendas. En la primera no voy a 
entrar a enjuiciar si es mejor sustituir, como se hace 
en el párrafo b) del artículo 3 ((corporaciones locales», 
que es un lenguaje habitual y entendible recogido en 
nuestra legislación, por ((entidades locales». Sí quiero 
destacar que la segunda, además de ser una enmienda 
técnica, tiene un fondo de aclaración y evita cualquier 
tipo de picaresca respecto a las organizaciones no gu- 
bernamentales. El texto que salió de esta Cámara es- 
tablecía que fueran aquellas sin ánimo de lucro de 
ámbito autonómico. Consideramos positivo que el Se- 
nado mantenga el fondo de la cuestión, que es el reco- 
nocimiento de estas organizaciones no gubernamen- 
tales en el ámbito de una comunidad autónoma, pero 
para que puedan ser objeto de destino de los benefi- 
cios de los fondos incautados y decomisados a los tra- 
ficantes de drogas tienen que desarrollar programas. 
Lo importante de la enmienda del Senado es que sien- 
do organizaciones no gubernamentales o entidades 
privadas sin ánimo de lucro y que están ubicadas en 
el ámbito de una comunidad autónoma -el Senado 
matiza que no superen el ámbito autonómico, porque 
si no entrarían en la categoría de otras organizaciones 
o entidades que también tienen derecho a estos bene- 
ficios, de ámbito estatal- se les obligue -y esto creo 
que es importante- a que estén implicadas y compro- 
metidas en el desarrollo de programas específicos al 
respecto. 

Por estas razones, señor Presidente, y considerando 
muy beneficiosa esta ley en su conjunto, Coalición Ca- 
naria la va a votar positivamente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Gra- 
cias, señor Mardones. 

Por el Grupo Parlamentario de Izquierda Unida-Ini- 
ciativa per Catalunya, tiene la palabra el señor Váz- 
quez. 

El señor VAZQUEZ ROMERO: Gracias, señor Presi- 
dente. 

Mi Grupo va a votar favorablemente las enmiendas 
del Senado a este proyecto de ley, que nos parecen pre- 
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cisiones correctas no sólo gramaticales sino también 
conceptuales. 

Sin embargo, a pesar de ese anuncio de voto favora- 
ble, queremos señalar que todavía mantenemos alguna 
duda respecto al contenido del artículo ?, letras b) y c), 
referente a los fines a los que se destinará el fondo que 
creamos a través de este proyecto de ley. El que entre 
las finalidades del fondo, esté el que se dediquen me- 
dios al reembolso de los gastos en que lícitamente ha- 
yan podido incurrir los particulares o los servicios de 
las Administraciones públicas que hubiesen iolabora- 
do en órganos competentes en la investigación, nos pa- 
rece que es un riesgo potencial que puede desvirtuar el 
carácter final de los fondos que vayan a poderse admi- 
nistrar a partir de esta ley. 

Afortunadamente en el artículo 3, número 3 se esta- 
blece que al menos el 50 por ciento de los fondos deco- 
misados serán destinados a programas de prevención 
de toxicomanías, asistencia a drogodependientes e in- 
serción social y laboral de los mismos. Si esta enmien: 
da, que en su día presentó mi Grupo, no hubiera sido 
aprobada, con la redacción actual, excluido, repito, ese 
número 3 del artículo 3 ,  la virtualidad final del fondo 
que hoy creamos a través de este proyecto d i  ley po- 
dría ser utilizada exclusivamente en tareas de tipo 'es- 
trictamente policial, lo que produciría una financia- 
ción alternativa a la de los propios Presupuestos 
Generales del Estado para dichas. Fuerzas y Cuerpos 
de Seguridad del Estado. Repito, con esa enmienda, 
que en su día introdujimos y que ha sido respetada en 
el Senado, nos parece que asegura que al menos el 50 
por ciento de los fondos que viyan a parar 9 este ins- 
trumento podrán ser utilizados para estes fines, dife- 
rentes a los represivos, lo que sin duda va a obligar a 
un control parlamentario estricto de las $isposiciones 
que adopten la mesa de coordinación de adjudicacio- 
nes. 

En cualquier caso, hechas estas salvedades, seria- 
Presidente, mi Grupo va a votar favorablemente estas 
enmiendas del Senado. 

Nada más y muchas gracias, 

El señor VICEPRESIDENTE, (Beviá Pastor); Gra. 

Por el Grupo Popular, tiene la palabra 81 señQr RQ. 
cias, señor Vázquez, 

bles Orozco. 

El señor ROBLES OROZCO: Gracias, señor Presi- 
dente. 

En primer lugar quiero manifestar que nuestro Gru- 
po también va a apoyar las dos enmiendas que vienen 
del Senado, que son algo m6s que simples matizagie- 
nes de carácter técnico, tanto la que ha-@ referencia a 
las entidades locales como la que -hace referengig a las 
organizacio'nes no gubernamentales, Sin embargo! 
también nos hubiera gustado poder apoyar hsy la en- 
mienda que nuestro Grupo presentó en el Senado y 

que hacía referencia a lo que acaba de expresa!. el p ~ v -  
tavoz de Izquierda Unida. 

Esta ley, cuyo desarrollo viene precisamente de la 
Ley de prevención del blanqueo de capitales, cuyos 
priQcipios tambien se recogían en la Convención de 
Naciones Unidas y que ha sido largamente requerida 
no sólo desde esta Cámara por todos los grupos parla- 
mentarios, sino también desde la sociedad por las or- 
ganizaciones no gubernamentales, esta ley -que llega 
hoy- llega, en el fondo, escasa, cicatera y corta, por- 
que al no haber aprobado esa enmienda, que estaba de 
alguna manera hablada y consensuada en la Ponencia 
de este Congreso, posibilita que desde este fondo se 
paguen gastos de operaciones policiales que, en nin- 
gún caso, era la finalidad para la que surgió esta ley. 
Esta ley no surgió para tapar los agujeros de ningun 
programa de seguridad; tampoco surgió para tapar los 
recortes del Ministerio de Justicia e Interior, sino que 
nace, fundamentalmente, para atender la demanda de 
la sociedad en la prevención, en la asistencia a los en- 
fermos, a las personas que sufren los problemas de las 
drogas. 

Es una ley que hemos esperado todqs ansiosamen- 
te, que hemos ayudado, en la medida de nuestras po- 
sibilidades, a que tuviera un trámite parlamentario 
rápido y que, por supuesto, vamos a apoyar. Siempre 
es mejor esta ley que el que no exista, pero quiero i x -  
presar que se produce &a cierta frustración, prime- 
ro, porque se han depositado excesivos deseos en esta 
ley! que no van a poder ser cubiertos, porque se esti- 
ma que el fondo va a ser de unos 1.500 millones de 
pesetas, que es justamente el recorte que ya ha pro- 
ducido el Gobierno en el Plan Nacional contra la Dro- 
ga, Segundo, porque, insisto, se cargan, al final, unos 
gastos al fondo que van a restarle capacidad de ma- 
niobra para atender los programas de prevención y 
gie asistencia. 

E9 todo caso, es una ley que va a servir para dar im- 
pulso a la lucha gpntra la droga, Es una ley que va a 
responder: a la demanda de las organizaciones no gu- 
bernamentales y, aunque es una i i y  que viene con tres 
años de retraso a esta Cámara, nieStro G ~ p o  la va a 
apoyar para hacer posible un instrumento h á s !  aun- 
que sea un instrgmento pequeño, en la lucha contra la 
droga, 

Muchas gracias: 

El señor VICEPRESIDENTE (Bevia Pastor): Gra- 

Por el Grupa Socialista, tiene la palabra la señora 
cias, señor Robles, 

Romero, 

La señora ROMERO LOPEZ; Gracias, señor Fresi- 
dente. 

Brevemente explicaré las enmiendas de nuestro 
Grupo en el Senado que fueron votadas favorable- 
mente. Realmente matizaban las competencias de las 
comunidades autónomas en esta materia, sobre todo 
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en las organizaciones no gubernamentales a las que 
iba destinado el fondo que aquí se aprueba. El carác- 
ter de estas organizaciones no gubernamentales apa- 
rece mejor recogido en las enmiendas que vienen del 
Senado. 

Quisiera tranquilizar al Grupo de Izquierda Unida 
con respecto al destino de estos bienes, que están per- 
fectamente recogidos en los fines de la ley. Es decir, 
los fines de esta Ley son unos fines equilibrados que 
garantizan que el destino de estos fondos pueda ser 
equilibrado. No obstante, nosotros introdujimos la en- 
mienda garantizando ese 50 por ciento, que hubiera 
sido incluso innecesario puesto que hay un informe 
anual que justifica a dónde han ido esos fondos y que 
posibilita el hecho de que puedan establecerse varia- 
ciones anualmente. A pesar de eso, nosotros estába- 
mos convencidos de que la redacción tal y como había 
quedado sería aceptada por todos los grupos; así ha 
sido afortunadamente por un trámite de enmiendas 
bastante lento y bastante consensuado, debido a la na- 
turaleza de la propia ley. Yo creo que no convendría 
ser cicatero a la hora de valorar esta ley puesto que es 
una ley ampliamente reclamada por todas las organi- 
zaciones no gubernamentales y que surge, práctica- 
mente, a requerimiento de las mismas. Es un marco 
europeo muy incipiente el que existe hoy, que respon- 
de a la Convención de Viena, que recomienda la afec- 
tación de estos bienes a la lucha contra el narcotráfi- 
co.  Somos uno de los primeros países que lo 
incluimos en nuestra legislación y, a pesar del retraso 
del que hablaba el representante del Grupo Popular, 
actualmente Italia y Portugal son los únicos países 
que están introduciendo algunas disposiciones seme- 
jantes. 

Creemos, por 10 tanto, que es una ley importante y 
sería una pena que el hecho de no haber incluido algu- 
na enmienda, que por parte de nuestro Grupo no se 
considera procedente, el Grupo Popular fuera tan cica- 
tero a la hora de valorarla. Señor Robles, nosotros 
pensamos que no está justificado de ninguna manera 
incluir aquí los gastos de aprehensión a los que se re- 
fiere S .  s., porque donde la ley no especifica, no con- 
viene especificar. Luego, si la ley es generalista, salvo 
que su Grupo considere que existe algún supuesto le- 
gal que obligaría a introducirlo, como no existe real- 
mente una especificación, no hay motivo para incluir 
esa enmienda. Así que es una pena que, por no querer 
reconocer ese principio tan elemental a la hora de va- 
lorar una ley que todas las organizaciones no guberna- 
mentales han declarado que es bastante positiva en sus 
planteamientos y largamente requerida, usted haya te- 
nido que hacer un planteamiento un poco, digamos, 
cicatero, por usar su misma palabra, y haya hecho una 
valoración negativa. 

Nada más. Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Vamos 
a pasar a las votaciones correspondientes a las en- 

miendas del Senado sobre estos tres proyectos de ley 
acerca de los cuales se han fijado posiciones. (El se- 
ñor Presidente ocupa la Presidencia.) 

El señor PRESIDENTE: Enmiendas del Senado al 
proyecto de ley orgánica de contrabando. 

Enmienda al artículo 2,  número 3 ,  letra a), párrafo 
nuevo de esa letra. Votación separada de este preciso 
extremo de la enmienda del Senado. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: 
votos emitidos, 314; a favor, 150; en contra, 161; 
abstenciones, tres. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada la en- 

Restantes enmiendas del Senado a este proyecto de 

¿Señor López Garrido? 

mienda. 

ley. (El señor López Garrido pide la Palabra) 

El señor LOPEZ GARRIDO: Señor Presidente, pedi- 
mos una votación separada para las enmiendas relativas 
a la disposición adicional primera, números 1, 2 y 3 .  

El señor PRESIDENTE: ¿Algún otro grupo desea 
votación separada en relación con alguna otra enmien- 
da? (Pausa.) 

Enmienda a la disposición final primera, números 1, 
2 y 3 .  

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: 
votos emitidos, 315; a favor, 283; en contra, 31; 
abstenciones, una. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobada la en- 

Restantes enmiendas del Senado. 
Comienza la votación. (Pausa.) 

mienda. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: 
votos emitidos, 3 15; a favor, 3 14; abstenciones, 
una. 

El señor PRESIDENTE: Quedan aprobadas las en- 
miendas. 

VOTACION DE CONJUNTO: 

- PROYECTO DE LEY ORGANICA DE CONTRA- 
BANDO 

El señor PRESIDENTE: Votación de conjunto co- 
rrespondiente al carácter de ley orgánica de este pro- 
yecto de ley. 

Comienza la votación. (Pausa.) 
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Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: 
votos emitidos, 316; a favor, 301; en contra, 14; 
abstenciones, una. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado, en vota- 
ción de conjunto, el proyecto de ley orgánica. 

ENMIENDAS DEL SENADO (CONTINUACION): 

Enmiendas del Senado al proyecto de ley de ayudas 

Comienza la votación. (Pausa.) 
y asistencia a las víctimas de delitos violentos. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: 
votos admitidos, 316; a favor, 316. 

El señor PRESIDENTE: Quedan aprobadas las en- 
miendas. 

Enmiendas del Senado al proyecto de ley sobre la 
creación de un fondo procedente de los bienes decomi- 
sados por tráfico de drogas y otros delitos relacionados. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación dio el siguiente resultado: 
votos emitidos, 316; a favor, 316. 

El señor PRESIDENTE: Quedan aprobadas las en- 
miendas. 

- PROTOCOLO POR EL QUE SE MODIFICA EL 
TRATADO DE EXTRADICION Y ASISTENCIA 
MUTUA EN MATERIA PENAL ENTRE EL 
REINO DE ESPAÑA Y LOS ESTADOS UNIDOS 
MEJICANOS DE 21 DE NOVIEMBRE DE 1978, 
FIRMADO EN LA CIUDAD DE MEJICO EL 23 
DE JUNIO DE 1995 (Número de expediente 
110/0001SS) 

El señor PRESIDENTE: Señorías, parece que exis- 
tía acuerdo para que se sometiese a votación el dicta- 
men de la Comisión de Asuntos Exteriores, correspon- 
diente al punto 55, Protocolo por el que se modifica el 
Tratado de Extradición y asistencia mutua en materia 
penal entre el Reino de España y los Estados Unidos 
Mejicanos. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: 
votos emitidos, 316; a favor. 316. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el dicta- 

Se levanta la sesión. 
men. 

Eran las dos y veinticinco minutos de la tarde. 
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